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Impone la : 14 de Octubr sil ar- P~ir~iniinnn. 

i 
tículo 15, al Fiscal del Tribunal Supreiilo, el urbcr de 
manifestar, en exposici6n razonada dirigida al Gobierno 

"" de S. M. al comenzar cada año judicial, el estado de la 

\ administración de jiist Espafia, las instruccion 
importantes que haya á sus subordinados y 

\ formas que, en su concepto, convenga hacer para el mejor ' servicio. 
Respecto al segundo punto, coinparto con mi digno 

antecesor, D. Trinitarío Ruiz pón : el cumplin~iento 
del deber; y en lugar oportur :a Memoria, al propio 
tiempo que las demás, serán comprendidas, por oi-den cro- 
nológico, sus instrucciones á los Fiscales, dadas desde 1,5 
de Setiembre del año iiltimo á g de Enrro del corriente, 
en que deid de desenlpefiar el cargo. 

Las más interesantes, señalada i r iu~a~ia  de su ilus- 
tracion y celo, habían sido ya publicadas en la Memoria 
de aquella primera fecha, .resolviendo las consultas diri- 
gidas A la Fiscalía en el periodo de organizaciún y plan- 
teamiento del nuevo sistema dc enjuiciar en lo criminal. 
Constituyen, en verdad, las insertas en la misina, un co- 



n-ientario de las iiucvas leyes, que en todo tiempo podrá 
ser consultado con provecho. En cuanto á sus efectos 
para el Ministerio público, aunque parezca innecesaria la 
advertencia, lia de entenderse que continúan en vigor, 
mientras que otras posteriores no las modifiquen Ó revo- 
quen: caso no ocurrido hasta el presente. 

De lo demás que la Ley exige, debe dar cumplimiento 
el Fiscal que, sin merecerlo, desempeña el cargo desde 2 8 
de Enero de este año. 

Contribuyen también á tan delicada tarea las Fiscalías 
de las Audiencias. Las de lo criminal han remitido á las 
territoriales la Memoria relativa á la administración de 
justicia en la circunscripción respectiva; y las territoriales, 
despu6 de hacer á aquéllas las observaciones que han 
estimado oportunas, han dado cuenta á esta Fiscalía, con 
remisión de otra Memoria, del resultado de estos trabajos 
y estudios en el territorio de cada Audiencia, en cum- 
pliniiento de lo prevenido en el citado art. 15 de la Ley 
antes mencionada. 

Examinadas las aIemorias, y después de tomar los 
acuerdos que han parecido justos, cada una de ellas ha 
sido objeto de especial contestación, por parte de esta 
Fiscalía, que ha creído deber satisfacer de este modo las 
aspiraciones de la ley; y de todas se han hecho extractos 
t i  resi~menes, por orden de materias, que entre los apén- 
dices se insertarán, dividiéndolos en dos partes: destinada 
la una á las consultas sobre puntos diidosos, con la con- 
te5tación que se les ha dado; y consagrada la otra á las , 

I-eforinas que, de entre las indicadas por los Fiscales, se 
han estimado dignas de la publicidad. 

De esta manera se inicia un plan 6 nlétodo que, ob- 
servado con fidelidad y constancia, podrá ofrecer benefi- 



ciosos resultados en lo sucesivo. Es justo, ante todo, oir y 
propagar la opinión de los inmediatamente encargados dc 
las funciones fiscales en las Audiencias. Sin necesidad dc 
aceptar ni rechazar, desde luego, las indicaciones que hi- 
cieren sobre reformas, el tomarlas en consideraci6n dcbc 
ser motivo bastante para su publicidad : de sus consultas y 
las contestaciones que mereciereil, debe hacerse metódico 
resúmen, por el orden de los articulos de la Ley, evitando 
repeticiones y prolijidades, si no ha de resultar, dentro 
de algunos años, lastimosa confusión del propósito mismo 
de la claridad; y en cuanto á los trabajos prestados, no 
Iiay para qué encarecer la necesidad y utilidad de su ex- 
posición ordenada y periódica publicación. 

Mas todo esto exige plan y niétodo; y al efecto la 
Fiscalía ha creído conveniente disponer en la Circular. 
fecha p de este mes, 1; esempeñar cn 
lo suce! 2 servicio, á fin menos trabajo, 
puedan obtenerse mayores resultados, en cuanto convenqa 
conocer 6 estudiar, ya sobre el actual estado y desenvol- 

a mane1 
de que 

.a de .d 
:, con n 

vimiento de la administración de justicia, ya sobre las 
reformas que la expe 
intento tiene que limit 

,' No so11 los indicados, los únicos antecedentes de quc 
la Fiscalia ha creído deber hacerse cargo .antes de entrar 

riencia 
arce a i 

are. Po: 
70. 

r esta \ 

de notc 
mérito. 

rtunidai 
ese el 

en el fondo de su Exposición. De otro muy interesante y 
)ria opo 3 se COI hrjusto 

Refiér recuerd lictada 
por V. 2 8  de Enero de cste año, dirigida á esta 
Fiscalía 

Por C L L ~  se sirvió V. E. disponer la remisión de los 
antecedentes que mencionaba, para que, con>pletados dr  
la manera y por los medios que V. E. se dignó indicar, 



formulase esta Fiscalía, á cuyo estudio se pabdu~rii, Lin de- 

y extre. 
la previ 
-. 
dieran i 

No 

tcnido informe sobre los resultados prácticos de las Ultimas 
rerornias de organizaci6n y enjuiciamiento en lo criminal, 

que la experiencia acreditase y recome 
dificaciones que, debidamente meditad; 

someterse en su dia á la deliberación de las Cortes. 
ha sido posible evacuar aún el informe pedido; 

ni por los datos en que ha de basarse, niimero y extensi611 
e lia de comprender, convendrá hacerlo Iiasta xias qu 

reunan 

:ndara 
as, pu- 

los del presente año, según he tenido el 
- 

honor de manifestar á V. E. verbalmente. - 
De todas suertes, se lia recordado el antecedente para 

deinostrar que, al par del precepto de la Ley que exige la 
rcdacción de la presente Memoria, existe el de la Real 
orden citada, en virtud de la cual esta Fiscalia, en plazo 
breve, se propone emi nido informe sobre algunos de 

present 
iiera, re 
- -A:--  

.tir detei 
L han d 

ara tra: zar los 

los puntos que ahora e examinarse y que entonces 
podráii ser discutidos con mayor copia de datos; y sobre 
otros más, consagrados, en conjunto, á las observaciones 
que se estimen oportunas acerca de la organización y pro- 
cedimiento de la justicia en 10 criminal. 

Sirven las precedentes indicaciones p 
limites de la e Memoria, que se dividirá en dos 
partes: la prin lativa al estado de la administracihn 
de justicia; ilicuiua de corregir defectos que se hayan 
notado, y reformas que se juzguen indispensables; esto cs, 
la Exposición razonada que la Ley exige; y la segunda, 
comprensiva de las instrucciones más importantes dadas 
por esta Fiscalía, resúinenes de Memorias de las de Au- 
diencia y datos estadísticos de los trabajos prestados por 
el Ministerio fiscal, que formarán lo dices unidos á 
la Exposici611, 
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Ante la obligación, Exciiio. Sefior , impucsta por la 
Ley, de hacer cada año, el Jefe del Ministerio pi~blico en la 
solemne apertura de los Tribunales, razonada mani festa- 
cióii del juicio que le merece el estado de la administración 
de iusticia en España, al par de la tranquilidad que presta 
al ánimo el convencimiento de la rectitud en el cumplimien- 
to de un deber, no deja de ofrecerse tambien como auxi- 
liar poderoso para su desempeño, aquella regla de pru- 
dencia, que la Ley no ha necesitado escribir, de que todo 
esto lia de entenderse, sin faltar nunca á la verdad, dentro 
de los límites de la propia modestia y con el más escrupu- 
loso respeto á los prestigios de que gozan y han de enal- 
tecerse siempre, de un lado, las leyes; tro, los que 
cuniplen la sagrada misión de aplícarlL_. 

Hablar incesantemente de la reforma de la Ley, de 
sus errores ii omisiones, y de la manera cómo la inali- 
cia suele aprovecharlos, no puede considerarse como el 
niejor homenaje á su alteza y respetabilidad. Y en cnafito 
á los encargados de aplicarlas, después del tributo de es- 
tricta justicia debido al mérito de tan delicadas funciones, 
desempeñadas con apoyo y aplauso de la opinión, en me- 
dio de tantas contrariedades como se oponen al ejercicio 
de la-Autoridad, el Fiscal del Tribunal Supremo sólo un 
dato tiene que consignar, y consigna con gran satisfacción: 
el de no haber hallado motivo para interponer ninguna 
querella de responsabilidad. 

Dará, pues, esta Exposición iclea del estado de la ad- 
ininistración de justicia en España, según la Ley ordena, y 
con la rectitud que la conciencia impone, procurando des- 
cubrir en los preceptos de aquélla el remedio á sus omisio- 
nes 6 errores aparentes, y sin discutir aqui, por no ser 
sitio ni ocasión oportunos, ventajas 6 inconvenientes de 



sictcmas determinados; porque la idea primordial que ha 
de inculcarse, y el ejemplo que se debe dar, redúceme á 

saber; que para el Ministerio público rige siempre el mis- 
mo sistema: el sistema de la Ley. 

Al exponer y examinar sus resultados, por lo que ,i la 
administración de justicia en lo criminal respecta, conven- 
drá fijar la atención en los trámites 6 periodos que consti- 
tuyen la integridad del proceso: 1." el sumario: 2." el trán- 
sito del sumario al juicio: 3." el juicio, en sí mismo consi- 
derado, y en relación con los recursos extraordinarios más 

. importantes relativos á la sentencia. 
uu!cuni*nio Si dijese que los sumarios se instruyen hoy de mejor 

manera y con más seguro éxito que en la época anterior 
á la reforma, faltaría á mi conciencia y á la exactitud que 
los hechos ponen de manifiesto. 

c 

. o.1:. B / L a  Ley previene que se formen por los Jueces de ins- 
mkpccclon - 

a 4  hlnni~rc6o 
~ D L ~ L I .  

trucción, salvo en casos muy especiales, y bajo la inspec- 
cidn directa del Fiscal del Tribunal competente, que 

1 

I habrá de ejercerla de uno de estos tres modos: bien cons- 
' tituyéndose por sí, ó por medio de sus auxiliares, al lado 

/ del Juez instructor; bien por medio de testimonios en re- 
\ lación, suficientemente expresivos, que le remitirá el Juez 
1 , periódicamente y cuantas veces se los reclame; pudiendo 
I en este caso el Fiscal hacer presente sus observaciones en 
1 atenta comunicación y formular sus pretensiones por re- 
I 

querimientos igualmente atentos : bien delegando sus fun- 
ciones en los Fiscales municipales. 

Desgraciadamente de ninguno de esos modos se puede 
ejercer con éxito seguro y constante. Posible el primero, 
cuando el Fiscal y el Juez residen en la misma población 
en que el sumario se instruye, es sumamente difícil y á 
veces imposible 6 iniitil cuando las respectivas residencias 
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,' están á distancia que en ocasiotles exigen algunos días 
para la mutila coinunicacidn. Lo que cn los sumarios no 
se logra en los primeros momentos, inmediatamente des- 
pués de cometido un delito, por I ie perdida 
aquella oportunidad. Y aun en 1( reciucidos 

\ en nbrnero comparados con la totalidad de prc en 
que cs posible la pronta concurrencia eil un 

l 
dc 

I aquellos funcionarios, su diversa 'categoría, id iic~csi- ' 

dad de que el s~iperior, aunque de distinto orden, pida al 
inferior en categoría con funciones propias para estimar 

', 6 desestimar la petición, icultad misma de los I 

cursos, dado el caso de la icción de opiniones, of , cen tales inconvenientes para el ejercicio de la inspeccion, 
por el único modo útil, que no puede extrañar á las per- 

- sonas conocedoras de estas prácticas. la rareza con que se 
, ejerce y que los 1 tadísticc shficien ' mente. Por otra p el Fisc ares, c 

l 

i no son muchos, han de abandonar á cada momento su 
1 residencia ordinaria para trasladarse á donde las necesida- l , des de la inspección los llameii. el despacho de la Fiscalía, 
1 la asistencia á los juicios, y la inspeccidn misma que coils- 

tantemente lia de ejercer en todos los asuntos de la dcmar- 
:ión judicial no pueden n16nos de resentirse con grave 
rjuicio público. Si este penoso ejercicio de la acci6n 
:al pudiera compararse á una batalla, la táctica que or- 
nasa al General cambiar de continuo su propio puesto 
r otro subalterno en las filas, no parece que pudiera ser 

i de la di- 

1s demt 
al 6 S( 

iestran 
1s auxili 

:e para 1 

loco 6 
ran i m ~  

. . 

,ccsos, 
punto 

1- - - A -  

dos medios, F nada puede espe- 
les atribuye g ~ortancia, ni en la 

,. acnca proaucen resultados positivos. Los testimonios 
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sin dcic 
.dad, e1 

1 .  

ción de 
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leber ei: 
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~ e r  deficientes y llegan tarde. La delegacióil 
qunicipales, aun siendo estos Letrados, si no 

,,&,, ,,, ,,,,.so auxilio puede prestar á los Jueces de ins- 
trucción, y de ningún mérito puede ser en la generaIidad 

I dc las ocasiones para la buena administración dc justicia. 
1 P la, mi digno antecesor expuso ya,  con 

noble i su Memoria de 15 de Setiembre 
de I boj ,  que un aeber de conciencia le imponía la nece- 

\ 

' sidad de decir que la inspección directa de los sumarios no 
se ejercía, cual debiera, por parte del Ministerio Fiscal, y 

/ sin que, en 1; nanimidad de los casos, fuese de ellc 
responsable. 

Esto no obstante, mientras la Ley rija, el d - > 

ineludible; y ahora como en toda ocasión, ha de 
por reproducida la recon~endación tantas veces hecha ae 
que los Fiscales ejerzan la inspección personalmente siem- 

1 pre que les sea posible; y sin excusa, en todos aquellos 
casos en que la gravedad ó circu is del c ) 

, , . exigieren J 
Deljuzgado C Cuando la inspección no se ejerce, queda solo er juez 

de 
instrtrcción. desempeñando su cargo, sin intervención ; y autorizando 

sus mandatos el Escribano, que desempeña sus funciones 
gratuitamente. No puede estimarse sólida ni definitiva se- 
mejante organización. 

Y no es que el Fiscal censure, siquiera por modo in- 
directo ni con referencia i caso determinado alguno. a 

1 Jueces ni Escribanos. Al contrario, la justicia exige el re- 
conocimiento de que, si la defectuosa organización no se 
hace notar más, sólo es debido al celo de los Jueces y a 
cierta abnega los Escribanos, quizá no bastantemen- 
te apreciada )inión. La tradición, el sentimiento de 
la justicia, los rcbpeios siempre guardados á los Superio- 
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res y otras causas de esta índole pueden explicar sola- 

, mente que el servicio se desenipeñe bien por lo general. 

, no obstante los defectos de su organización. Separar la 
adiniiistración de justicia, en lo civil y criminal, especial- 

, mentc en los Juzgados de ii-istiucción de poblaciones donde 
hubiere mis de uno : el auxilio permanente del Ministerio 
fiscal ; y la organización de las Secretarias de los Juzgados 

_- baio las bases del respeto á derechos adquiridos y de la 
creación de un plantel de funcionarios aptos, regularmente 
dotados, de nombramiento limitado por condiciones de 
idoneidad y publicidad, pero de libre separación por faltas 
en el servicio, so11 reformas reclamadas por la opinión, y á 
tal extremo justificadas que debe procurarse su más pronto 

, planteamiento. No tendrán estas reformas los resplando- 
', res de las que á las bases del poder judicial 6 á la manera 

de proceder se refieren ; pero, si más modestas, quizá cii 

'los resultados y para el 6xito serían más útiles y oportunas. 

E A la deficiencia de la organizacidn Iia venido á agre- 
garse otra concausa que contribuye á la imperfección de 
los sumarios. Una especie de afán retórico se ejercita de 
continuo en averiguar por medio de qu6 símil se expresa- 
rá mejor la idea de lo que han venido a ser los sumarios 
en el nuevo sistema; y mientras unos dicen que son el 
cimiento del edificio, y otros que su ante-proyecto no 
más, por entre las disputas logran impunidad los delitos 
que no se averiguan, ó los delincuentes que no se des- 
cubren. 

Sea lo que quiera el sumario bajo el punto de vis- *.' . 
ta de su valor jurídico ante el juicio oral y piiblico, en 
cuantas ocasiones ha sido oportuno lia procurado esta Fis- 
calía inculcar la idea de que esa como las demás partes 
clel proceso ha de ejecutarse y desenipefiarsc siempre de 



.a i,LL,vL ,,,,riera y ,,,, ., mayor solidez y L~iiisistencia 
les, haciendo 1 propio tiempo el error de ...- -sto se oponga, ae  ningrlin modo, al éxito del juicio 

impide 
á veces, 

a soureseirnientos que ae  otra suerte 110 se decretarían. 
,,, Una cuestión surge, relacionada del valor juri- 

dico del sumario, que reclama toda riuestra atención: la 
iillonio jn ante la Ley 
umen dc -tantes manifest 

consignadas por los Fiscales en sus ias, podrá ser- 
virse ver V. E. lo que en el particul re. Se observa, 
rl;c-*- algunoi, que los testiqos falta,. , ., .,cec, descarada- 
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1 Código Penal define y castiga como delito el íalso 
onio dado en cazcsa cri~zinad, sea perjudicial ú favo- 

ido no le favorezca ni perjudi- 
ara delito y corrige con sus 

la acusación 6 denuncia falsas. 
n el antiguo procedimiento era cuestion, qu 
de renovarse, si se había de reputar falso testimonio 
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demostrarlo, dada la contradicción; para lo cual se ape- 
laba necesariamente A otros medios de comprobación, qué 
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testigo. 
Preténdese, ahora, que la nueva Ley ha modificaen 

esencialmente el derecho en este punto, declarando q 
el falso testimonio en el sumario no constituye delitn 

En el luminoso preámbulo de la Ley, digno ~ ta  
reputación del docto jurisconsulto que le firmó, : á 
este propósito, lo que V. E. no considerará inoportuno 
que transcriba, por la importancia del asunto. 

"Surge natural y lógican-iente una cuestión, por todo 
extremo grave y delicada; es Li saber: la de si la contr 
dicción de un testigo entre su declaración en el juicio oral 

.S ante instruc .ia, 
3, fulid suficien~t: para U 11 

proceaimiento criminal por el delito de taiso testimonio. 
El Gobieriio, después de i deliberacióii , ha optado 
por la negativa. Al adoptdi C ~ L *  ~esoIuci6n. ha cedido, en 
primer tér las exigencias de la 1( ue no per- 
mite atribi s datos recogidos en e io para la 

n del jiiicio, una validez y eficacia incompatibles 
dole y naturaleza del sistema acusatorio. No 

esto ciertamente autorizar, ni menos santificar el eii- 
gaño y la mentira en el periodo de la instrucción; esa 
misma contradicción en las declaraciones testificales podrá 
ser librem reciada i el 
' santuario 1 sncienci ~ic- 
ción si llega el caso de juzgar ei perjuno ael resugo; lo 
que únicamente quiere la Ley es que &te iio sea proce- 
cado coino autor de falso testimonio por la sola razón de 
aparecer e adiccióii ; declaraciones sumariales, 
debiendo más c1 aya motivo para presumir 
qiie faltó a la verdad en el acto del juicio; porque, siendo 

igica, q 
1 sumar 

, y peni 
mento ( - 1 1  

~rio, ser 
erle Li 

itrar er 
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Cste el arsenal donde el acusador y rl acuSado deben torhai' 
sus armas de combate v de defensa y el Tribunal los fun- 
damentos de su veredicto, claro es que, en definitiva, sólo 
en este trámite puede el testigo favorecer 6 perjudicar in- 
justamente al procesado, y ser leal 6 traidor á la sociedad 
y á sus deberes de ciudadano. A esta raz6n puramente 
Itigica, agregase otra de mayor trascendencia, cual es la 
de facilitar la investigaci61.i de la verdad y asegurar el 

acierto de los fallos.. 
La idea es clara: la contradicción de las declaraciones 

no puede ser, por si soda, fundamento suficiente para un 
procedimiento criminal : csa misma contradicción será li- 
bremente apreciada, si llcga el caso de jazga~ elper-zrio 
de¿ testigo: este no ha de ser procesado por da sola razó~z 
de la contradicción de sus declaraciones sumariales y de 
su declaracih en el juicio. Luego el punto disciitido quc- 
da, á poco más ó menos, coino estaba antes, cn el caso 
cle la contradicciúii de testimonios cntrc el sumario y el 
plenario. 

No menos clara resulta la Ley; á pesar de cierta apa- 
rente incongiuencia con las ideas del preambiilo. Hf aquí 
su texto: "Art. 7 i 5. Siempre que los testigos que hayan 
declarado en el sumario comparezcan á declarar tambiP~i 
sobre los mismos hechos en el juicio oral, sólo habra 
lugar a mandar proceder contra ellos como presuntos 
autores del delito de falso testimonio, cuando Cste sea 
dado en dicho juicio., La opinión y la práctica han dado ' 

quizá á estc precepto una amplitud que no tiene. Desde 
luego, el falso testimonio que resulta de la declaración en 
el juicio es motivo de proceso. La Ley no ha dicho ni ha 
querido decir, sin duda, quc sea cosa vedada para el nuevo 
juicio la coniparaci61i entre unas y otras declaracioiies, ni 
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nece ,ible ante la convicción, que los hechos pro- 
duzc a ánimo, de la perpetracidn de un falso tes- 
timonio en causa criminal; delito declarado y penado por 
el Código. 

Porque la cuestiún es mas grave de lo que á primera 
vista I r 
si el 3- 

mento en que se sancione que las ralsas aeciaraciones, oajo 
juramento prestadas en 61, no constituyen delito; sino de 
saber hasta qué punto ha querido 6 uodido nlodificar 6 
dero Ley ad e Enjui a 
del ( Penal, 1 ya e.jecu 1, 

aquélla fué 
En esto: 611, res á. 

10 sumo una antinomia entre dos leyes vigentes: entre el 
En juici: criminal ; y se- 

jreciso promoverla ante los '1 riounales para que la 

le prohi' 
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raclicciú 
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i ofrece 
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er. No : 
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 te de 2 

do, des( 
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lgar la 
Zódigo 
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jetiva d 
sara cu] 

to, la S 

no del 
ustantiv 
-ogacicír 

ciamien 
ición, y 

dictada. 
; térmir iteada 1 

Códi 
ría 1 
juris prudenc 

Aiin res ultaria I 
1 1  

antinon 
, * .  la resolución ue ia Ley ae Enjuiciamiento, en j a  extensa 

amplitud que se pretende suponer, con sus propios'pre- 
ceptos referentes á los delitos análooos de acusación 

incia [al 
Con arr 1 denuii- 

11 ningC ponsabilidad que 
la correspor a los de je cometido por 
medio de la aenuncia 6 coi1 su ocasión (entre ellos, el de 
falsedad); y cot~forme al 274, el querellante puede apar- 

o preve su art. 
111 caso 
litos qul 

otra res 
e hubie! 

. ,  , 



tarse de la querella en cualquier tienipo , cluedarido, sin 
embargo, sujeto e las rcspo~isabiliclades (entre ellas, la de 
la falsa aciisación) que pudieran resultarlc por sus actos 
anteriores. Es decir, que segíin la opinión que se contradi- 
ce, el denunciante y el aciisador cle falsos liechos, que 110 

iiirati, cometen delito y deben ser castigados por siis falsas 
~iciisacioiies y denuncias; mientras que el testigo, que fal- 
bameiitc las apoyó con sus declaracioiies juradas, no delin- 
que ni puede ser procesado por su falsedad y su perjurio. 

Mciiester es salir cle esta co~ifusióii; y al efecto, vista 
la alarma de los Fiscales, lie creído de mi deber dirigirles 
la Circular que en los Apéndices se inserta. para que, mi- 
iaiiclo por el bieri piiblico y por la recta administraci6ii de 
justicia, ejerciteii la acci6i-i penal corresporidieiite, a f in de 
cl11c, eii debida forma planteada Id cuestión, pueda ser re- 
s~ielta en justicia. No debc el Ministerio fiscal, eii este ni en  

niiip'iii caso, tener por bastante satisfacción de su coii- 
ciencia la mera 1amentaciói.i de un daño, cino que ha de 
ejercitar la accidn penal oportuna, si el caso tiene solucióii 
y eiiniienda, para qiie la jurisprudciicia las dé; y si no lo 
tuviese, para patentizar el detriniento de la causa piiblica, 

4.0 
q i ~ c  por otros medios Iiaya de corregirse. 

Con igual espiritii conviene resolver, en ini sentir, las 
Ir eonclu\iiii 

cuestiones surgidas en la práctica sobre aplicaci611 de las 
sunoano. 

disposiciones legales relativas a la conclusitin clel o 
y sus efectos. 

Practicadas las diligencias, dice la Ley en su arr. 2 2, 

decretadas de oficio 6 a instancia de parte por el juez ins- 
tructor, si este considerase terminado el sumario, lo decla- 
rara así, mandando remitir los autos y las piezas de con- 
vicciGn al Tribunal competente para conocer del delito. 

Pero, á coiitinuacióii añade: "Cuando no haya acusa- 
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r privado y el Ministerio fiscal considere que en el sri- 
rio se liaii reunido los suficierites elementos para hacer 
calificación de los hechos y poder entrar en el trámite 
juicio oral, lo hará presente al Juez de iristrucciúii para 

quc sin más dilaciones se remita lo actuado al Tribunal 
coinpetent 

; Qiri6r ila- 
cio el ejercicio de la Autoridad nunca pueden ser 
COI rc5. Entienden irnos que manda11 los dos; y qiie 
10 11113LllV puede darse por concluso el sumario, cuaii- 
do el Juez lo decrcta, que cuando el Fiscal lo rcclaiila: 
lilas para cl caso de la contradicción nadie ha podido se- 
ñalar hast4 ición le: :]va. Otro, 
crecii-y abido sc cuando el 
Fiscal reclama la terminaci<jii cici sumario, el Tucz .está 
obligado a acordarlo así. A mi entcnder la cuestión no 
es tan difícil coino parece y está resuelta por los propioi 
térnlinos de la Ley, siempre que rio sc quiera dar al se- 

gundo parrafo del articulo citado una interpretación cle- 
mi mplia y extensiva. Deben los Fiscales velar siciii- 

P cumplimiento de las Leyes: cii estr senticlo. 
1. a h n  dc 110 prolongar más tiempo del preciso la ¡v..- 

icción clc los sumarios, sobrc lo cual son notorios 
elantos y beneficios dcl iiucvo sistema dc cnjiiiciamici 

tienen el derecho y el deber dc nar su remisicin al 
'Tribunal que lo Iia de  fallar. cu coiiceptiien justi- 
ficado. Difícil sera que una reclamacion fundada deje de 
atenderse. Pero iio puede llegar mis  la acción del Mi- 
iiistcrio fiscal, por el momento. La determinación corre.;- 

ILICZ. b nás coi dc juicio, 
la Ley na razói 1 alegación 

la razcin de ser el Juez el único rcspon- 

ajo la i 

., por u 

iccal?. J. .as vac 

<al que 
)bre ellc 
8 3 

la resut 
>-que 

rcclar 
ando lo 
1 -. -' , 

npleta 
n cluc e 
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libertad 
xcusa 1; 

, . 



.so., si c 
puesto 

lerdo. 1 
.. - 

reyere 1 
que 11: 

isterio : 
- .- -. - . 

fiscal sc 
2!- -- -- 

la pala- 

iirnita á exigir wa rr~isiria re~~oiisdbilidad, eri sci  ~ i i d  v cii 

0 SU ca laber lugar á ella. 
Dela f \  k 

rcvonsnbili 
L liabiclo pi-ccisidn de f 

d a V r a  " i ~s~~uiisabilidad, y he 
de Tueces 

1~1e esta sólo al 1 
3 Fi5caler. Juez, t-uego á V. E. quc mr ta clesarrollar a 

esta tesis, que afecta, en su coiijuiito, á todo el sistema acu- 
satorio. Es miiy posible qiic, á pesar dcl scntido pu 
técnico de esta Exposicibil y de sus claras liniitaciones, 
contenidas cii el más escrupuloso respeto á la Lcy-sir 

canza al 
lgo lmá! 

iicccsidad de otra razón que Ia de scr Ley-se juzgue ¿ 

entienda que va dirigida contra el estableciiniento del nuevo 
sistema y aun del juicio oral. Soii dos cosas estas perfec- 
tamente distintas; que pueden ir juntas, como aliora van, 

existiendo juicio oral y públ in jnicio 
con sistema escncialrnente inquisitivo, en cl 

O COII e 
o actual 
l .  3 3 

. < 

r, habrá 
mixto, 

l genera 
de la le 
- -  - .  

de den] 
que pei 

sumario, como lo estu~icro~i por las Lcyes de i 870 y i 872 
Nadie duda de las ventajas del juicio oral. Respecto al sis. 
tcnia acusatorio, podráii reservarse algo más las opiniones. 
I'ero tampoo t á  de discutirlas : de lo que s t  
trata unica y exclusiva~ncntc es de concertar el sistema acu- 
satori 1 de nu yes; y de resolver en e' 
estacll  gisl la cid vor de uno ú otro prin. 
cipio, las uuuas que en la práctica del enjuiciamiento ocurran. 

La Ley idc, como en el caso discutido se ha 
observado, 7, L L L  todos los demás, que se han cle ex- 
ponei :, adoptando un ie de sis- 

~nsable ; 

ásus  

a especi 
Ierecho 
-. . 

tema antener en su c 5 la au- 
toridad respc , y este sentido, el Fiscal, fiel :L su 
convicción y principios, entiende que esa debe ser 
la manera de interpretar y aplicar sus preceptos en la ge- 
neralidad de los casos. 



El Ministerio fiscal 110 es, por texto expreso de la 
Ley penal, responsable de sus peticiones y dictámenes. 
Lo son los Jueces de sus providencias y mandatos. Privar 
á éstos de su debida libertad sería impedir ó salvar su res- 
ponsabilidad; y declinarla en el Ministerio fiscal equivaldría 
hoy á suprimirla. Ni los principios de autoridad consienten 
que se reduzca 6 debilite la de los funcionarios, que, al 
ejercerla, responden de sus actos; ni seria propio de los 
principios de libertad atribuir funciones de autoridad á 

quien de ellas no tiene que responder ante la justicia, per- 
sonalmente y bajo sanción penal. 

Se dirá que ya está propuesto el remedio á la deficieii- 
de la Ley, y qi Proyect :o 
al preseritado a rriores ( 3- 

cia I 

Peni 
le en el 
las anti 
P. 1 sabilidad de los r iscaies , por mas que roaos sepamos 

, I J O ~  fortuna, el caso ha sido, y ha de ser siempre, 
s~tlllarnente raro. Pero á esa observación responden estas 
otras: l.", que en t mento me el Fiscal cl 
estado fpturo de 1 nistracii justicia, sino el 
actual; y el actual, en este punto, es, que el sistema acusa- 
torio ó mixto, según el cual el Ministerio publico constituye 
el eje de la justicia criminal, se ha planteado yrige desde i ." 
de Enero de i 883, bajo una legislación que deja irrespon- 
sables á los Fiscales; y la 2." que el asunto no es tan fácil 
ni 11 intenci iera imaginarse; 
pues i de la -quia, á quienes 

611 pud 
Monat 

cerá un 
jtitución 

declara personalmente responsables de toda infracción de 
ley que cometan, en su art. 81, es á los Jueces; y, 6 habrá 
de entenderse que son Jueces también los Fiscales, lo cual 
pare poco atrevido; ó ser; irio, mientras la 
Con: i rija, dejar debida libe aquel á quien sc 
impone la resy~onsabifidad de sus actos. 
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,,(,,,,, Mayor desenvolvimiento exigirian estas indica 
L*,,, ,<,n, \NI" 

\ ~ . J U I . ~ O  pero los limites de esta Memoria no lo consienteii. 
"~lviendo al asurito principal, terminado el suiildriu, 

i pcríodo que heri~os llamado de transito de[ siiina- 
. . .  

I iu  al JUICIO oral, que constituyc el segundo punto dc 
a Expo! gbii exa 
)n sólo ciones, 
el juicio oral se Iiaceo 
e la just ibién, se 

v ( 

hay ui 
u:,. - 1  
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Un si se arienae al número; porque esas sustraccioiies 
~róximamente 1; o quintas parte! 

..L.--, ' 
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órmanla que se archiv: rebeldía 
; proces ciones; los sob :ritos; y 

,as sentencias pul ~ u i l l ~ l l ~ ~ i d a d  entre la a~uoa~ión  v el 
acusa 

En el año pasado de 1883, el total de procesos sus- 
tarici; i de 5 3  
porq~ e dan 1 1 
numero: por inhibicioii, 8.009; por sobreseimiento, 3 1.1544 
y por conformidad c acusación y la defensa, 5.970 
Es decir, que de 105 sencericiados. excluidas las rebeldías 
que no resultan de 1 ;ólo lo fi 
juicio oral; 8.051, ~ U L  LLrl  por lo< 

, , de la totalid 
I ie IILS a >a decl de rebeldía lo ocurri 

~ 1 1  rebel 
de lo< LJLaLido el proceso cn sumario quc abierto y pendiente c 
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que tenga lugar en el primer pcrio 
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. ~ . ~ . . ~ ~  



25 

sabilidad criniinal, como á la civil, principal 6 subsidiaria. 
han sido diversas. 

Antcs de i 870, el proceso tcriiiinaba 1)or senteiicia, 
con la rcseiva ó condici61i de quc 6sta no sc llevaria á cfec- 
to y la causa sc abriría dc nuevo luego que el condenado en 
ella se presentase 6 fuese habido. Desdc 1870, el proceso 
se archiva : acaba en cl silencio : coi1 arreglo á la Lc) vi- 
geiitc, de una de estas dos maneras: si la causa estuvierc 
en sumario, al ser declarada la rebeldía, terminándolo: 
y si estuvierc en juicio oral, suspendiéiidolo; paralizaiido, 
e11 uno y otro cas irso del proceso y archivando lo5 
autos. ?Queda coi atisfecha la sociedad? 2 Respoiidc 
bien esta manera uc poceder á las ideas de nuestro tiem- 
po que, con razón, fundan en la publicidad una de las 
más eficaces garantías del derecho? Para el procesado 
i,gual efecto produciría la sentencia que la suspensión, 
puesto que aquélla no había de cumplirse: inas la socic- 
dad, que por la comisión del delito sufrió daño, y quizá, 
ante su enormidad ó sus circunstancias, se alarnió y pidió 
una reparación, sabría al menos dc qué manera y por qué 
ral lía podi cr cfccto; y la justicia no 
vei silencio ici6n de un dcrccho que. 
en respeto á los principios aun cuando 110 fucraii seguidob 
de efecto, deberia procurarse dejar convc~iienteiiieiite re- 
parada. 

Para las responsabilidades civiles so11 todavía mas iiii- 
portantes las consecuencias del sistema adoptado desde 
1870. No pueden reclarr el proceso, q i ~ c  queda 
archivado, ni las anejas ponsabilidad criiiliiial no 
declarada, ni las subsidiarias, que son consiguientes a 
aquella y exigibles sólo en su defecto. La Ley no da al 
~erjudicado otro recurso que el de entablar una acción 

:Ón Esta 
ría relel 



nal, pai 
su dere 
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civil. Después de haber sufrido un dafio, por acto critni- 
rece difí nadie estime reparacinn bastante de 
cho, ni 3 consuelo de su desgracia, la nece- 

sidad de sostener un pleito, por firme que haya quedado 
en su ánimo, dadas tales circunstancias, el convencimiento 
del amparo y protección de la justicia al derecho las- 
titilado. 

La exageración ha llegado al extreiiio de suponer quc 
la Ley impoi ecesidad del pleito, en semejantes 
casos, hasta 1 cobrar el dueño la cosa robada. No 
tanto; pues, si bien es cierto quc el art. 843 dispone quc, 
cn los casos de suspensión del proceso por rebeldía de los 
l-'rocesados, se reservará, en el auto de suspeiisión, a la 
parte ofendida por el delito la acciGn que le corresponda 
para la restifz~ción de Za cosa y demás que expresa, á fin 
de que pueda ejercitarla, independienten~ente de la causa, 
por la vía civil contra los que fuesen responsables, no lo 
es menos que los artículos 619 y 620 sólo exigen discu- 
sibil y formalidades, por medio de incidentes, cuando las 

. cosas, de cuya restitución se trate, se hallaren en poder 
de un tercero; y la práctica, conforme con la prescripción 
del párrafo 2.' del art. 620, no extiende las exigencias de 
la retención de las cosas que han sido objeto de delito, 
inis allá de la celebración del juicio oral. Combinando, 
pues, unas y otras disposiciones parece justo entender que 
no ha de agravarse la desgraeia del perjudicado por el 
mero hecho de la rebeldia: y que, siquiera en cuanto á la 
devolución ó restitución al dueño reconocido de las cosas 
robadas, no ha de ser necesario afligirle todavía más con 
la necesidad de un pleito. Reflexionando sobre estas y 
otras cosas, que con alguna frecuencia ocurren, no sor- 
prende tanto como de otra suerte se imaginaria, la escasa 
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cooperación del ciudadano á la administración de justicia; 
~ i i  el invencible temor que del Aiiimo de perjudicados, tes- 
tigos y debiel 
por uno motivo 
bunales. 

En cuanto á las responsabilidades subsidiarias, la 
ficiencias se hacen notar más gravemente aiin. La empi~sd, 
subsidiariamente responsable del daño causado por e1 
dependiente, sabe bien que con la rebeldía de &te. cosa 
por extremo facilísima jponsabilidad se hace punto 
menos que imposible: se necesita que el perjudi- 
cado le mueva pleito civil; y esto es más dificil en la prác- 
tica de lo que en la región de los pri S las 
cosas á cierta distancia suele creerse. 

, SU re: 
porque 
, .. 

que vc 
que no 
-0 .,V.",. 

;una vc 
ha aprc 

-..A -.-' 

:z la vis 
cndido ; 

-1 - .. 

i de los 
3 la Fisi 

~ios. 
I reform 

ncipios y vista 

s de- 

Hay )!ver al6 ta a antiguas ense- 
ñanzas : todo se iyer. Bueno que se 
salven lb0 yLlllLipios; p c ~  U CIILIV CI agresor que causO el 
daño y la víctiriia, no han de : es de 
modo, que la víctima resulte SL,LV C I V 3  \rcCCa. CLlld de la 
igresión, y otr: p r inc i~  

En sentir dc ralia. la 
punto. La causa en rebeldía debe ser sentenciada, y pu- 
blicada lasentencia, para satizacci6n de=edad y de 
la justicia con el aditamento necesario de no llevarla i 
:fecto y de abrir de nuevo el juicio cuando el procesado 
;e presentare 6 fuere habido; y para las responsabilidades 
civiles, no renunciadas por el perjudicado, d darse 
un plazo, que en la sentencia misma se public s e  el 
de un año, que nuestras ailtiguas leyes seña~dudl~, fuese 
otra cualquiera, a fin de poder hacerlas efectivas, ya en los 
bienes del rebelde, ya en los de los subsidiariamente res- 
ponsables, mediante legitimas garantías de defeiisa; pero 
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dentro del proceso y á instancia del Ministerio piiblicoi sin 
que cl ofendido, si no quisiera, tuviese que sufrir moles- 
tias ni soportar dispendios, muchas veces iinposibles. 

(Seria absolutamente aiiacrónica en nuestros días la 
Ley de los Reyes Católicos sobre la materia? "Mandamos, 
qne qualesquier sentencia o sentencias que son ci fueren 
dadas contra qualesquier Caballeros 6 otras personas po- 
derosas, que hasta aqui no se han execiitado ni habido 
efecto, por estar los condenados huidos ó encastillados, 
por ser tan poderosos, dc quien las partes no pueden al- 
canzar cun~pliinierito de justicia, que aquestas tales senten- 
cias sean executadas y cumplidas, quanto a las condenacio- 
nes de los daiíos y robos, 6 intereses de los damnificados; 
haciendose la execucion en qualesquier bienes muebles y 
raices y maravedis de juro y de por vida, que de los 
tales condenados se liallaren en clualesquier partes y juris- 
dicciones. .... , Sin encastillarse, rebeldes y exentos h:iv a 

rse hoy 

mes, tic 
reservi 

aquella quienes, en lo esencia1, pudiera quizá aplicai 
Ley de la Hernlandad. 

, En resumen: es necesario invertir los términos de la 
s¿lucidn; y eti vez de condenar al perjudicado a la irrepa- 
ración ó al pleito, restituirle sus cosas, repararle sus daños 
6 indemnizarle sus perjuicios, bajo condicic :inpo y 
modos, que no son para detallados aqui, indo el 
derecho de pleitear al rebelde, cuando por presel 
scr habido se abriese de nuevo el proceso, y pudi 
en él, ya en la vía civil, mantener la acción de que bt: LLC- 

itarse 6 
iera, ya 
.-e a-- 

2,, yese asistido. 
D, I,, c! En cuanto a las llamadas inhibiciones d sean las reso- 

~nliibiciotiez. 
luciones de los Juzgados de instrucción confirmadas por 
el Tribunal declarando que el heclio objeto del sumario 
iio constituye delito sino falta, nada habrta que obser- 
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var. si no fuese por cl iiiimero. El de 8.009, en un año, 
Irarece algo iiotable. Justas esas resoluciones, como iil- 
diidablemeritc lo han sido, sicnipre aciisarán, ya contra 
el procedimieiito, ya contra su aplicación una serie dc 
equivocacioiies que deben ser objeto de estudio, tanto más 
cuanto que por la parcial reforma del Código llevada á 

cabo en 1876 fueron elevados á la categoría de delitos 
(no se discute aquí si con bastante fuiidainento) actos con- 
tra la propiedad hasta eiitonces calificados de faltas; por 
lo que las dudas y equivocacioi~cs sólo han podido referir- 
se A delitos de otra especie, Iiaciéndose por lo mismo más 
digna de atención aquella cifra de inhibiciones, correspon- 

. un año 
3." 

k rror estl igc la I rntos. D. ID, al,r,. 
seirnieittoi 

1 ermrnado el sumario y hecha ia declaraci611, al efecto, 
en vista no pública, con citación del Ministerio fiscal y del 
Procurador del querellante si lo hubierc, el Tribunal dicta 
auto.rnandando abrir el juicio oral ó sobreseyendo. 

Depende este auto casi exclusivanlente de la petición 
del Ministerio fiscal. La Ley Iia autorizado salvedades; y 
excepciones, propias dcl sistema mixto que adopt6, reve- 
Iniido su previsión al contcner el sistema acusatorio dentro 
clc liinites prudentísimos. \. 

Si el Ministerio fiscal pide el sobreseimiento, libre 6 . . 

provisional, y no se ha presentado en la causa qucrcllan- 
te particular dispuesto á sostener la acusacióil, el Tribunal 
puede acordar que se haga saber la pretensión a los inte- 
resados en el ejercicio dc la acción penal; y si no se pre- 
sentan, y conceptúa improcedente aquella solicitud, puede 

(llar que se remita la causa al Fiscal de la Audieii- 
itorial respectiva, si se s i ,pe  en una Audiencia de 

lo criminal; 6 á esta Fiscalía del Supremo, si se sustancia 
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ritorial , para que, con iiento 
van uno ú otro funcic i pro- 

no sostener la acusación. 
más frecuentes de lo que pudiera parecer estos 

caavs. Ln cuantos han ocurrido, desde que tengo el ho- 
nor de desempeñar el cargo, he resuelto por la apertura 
del. juicio oral. Tratándose de sobreseimientos libres, 
puede adoptars casi en absoluto. Entre la 
resoliición del 1 eto y su resolución publica, 
apoyada aquella por una sola opinión irresponsable y Esta 
por la opinión colectiva del Tribiinal que responde de sus 
actos, la opción no puede ser dudosa para quien, sin A 

preócupación de sistemas; se interese por la justicia. Mas 
en los sobreseimientos provisionales, cuando la duda con- 
sista en determinar si hay ó no motivos suficientes para 
acusar A determinada ó determinadas personas, como au- . . 
toses, cómplices 6 encubridores del delito que se perClm2 
la opinión del sobreseimiento puede ser más explica1 
por estc inedio se aspira a impedir que una sentencia 

por falta de pruebas bastantes, termine defir 
un proceso, que deba quedar concluído sola 

bajo 1111 sobreseimiento provisional. Sin embargo, aaivu 

causa muy justificada, la tendencia debe ser á la apertu- 
ra del iuicio: porque ni ha de hacerse renacer por me- 
dios ir s la prQctica de las absoluciones de la 
instanci ; seguro que en el juicb dejen de allegarse 
más pruebas; ni conviene al prestigio de la justici 
aumente el número de sobreseimientos provisionales 

Lo que requiere mayor meditación, á mi juicio, es el 
sol>reseimiento libre, especialmente cuando se funda en la 
exención de responsabilidad crimii-ial de los procesados. 
La Ley exige una convicción segura: usando de sus pro- 

%.,- <& C, 

de, si 
abso- 

mente 

a que 
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pios térininos, "que aparezcan incluriablemente exentos de 
responsabiliclad criminal los procesados.. Pero 2 es posible 
esta convicción, en todos los casos, por sólo cl resultado 
del sumario? ;Es conveniente que, en alg~ino de ellos, aun 
existiendo convicción por el sumario, se pronuncie poi- 
sobreseiiniento y en secreto la exención de responsabili- 
dad? <No Iiay. en esto, alguiia contradicción con el prin- 
cipio misino de publicidad de los juicios quc informa la 
Ley? Excepto el caso del menor de nuevc años; y el del 
loco, de notoriedad reconocida antes de la comisión del 
hecho, no parece jiisto que ningún otro de los comprendi- 
dos en el art. 8." del Código Penal deba ser excluído del 
juicio oral. La prueba de la edad, menor de nueve años, 
que exime de responsabilidad criminal, puede aparecer 
acreditada con tal evidencia en el sumario, que, en efecto, 
no sea necesaria la apertura del juicio para sobreseer: tam- 
bien la de la locura, aunque no ya en términos tan absolutos; 
pero la exención por edad mayor de nueve años y menor , 
de quince, que necesita la especial declaración de haber 6 

no obrado con discernimiento el procesado; la fundada en 
' la legitima defensa, ya de su propia persona ó derechos, 

ya rle allegados ó extraños; la del que ejecuta un daño por 
evitar otro mayor; la del que causó el mal con ocasión de 
ejecutar un acto licito con la debida diligencia; la del que 
obr6 violentado por fucrza irresistible; ó impulsado por 
miedo insuperable, ó en cumplimiento de un deber, ejer- 
cicio de un derecho ó cargo, ó en virtud de obediencia 
debida; y la de1 que incurrió en omisión punible, Iiallándo- 
se impedido por causa legitima insuperable, exigen apre- 
ciación de multitiid de circiinstancias que rara vez pueden 
aparecer indudables y que, de todos modos, sólo en juicio 
oral y piiblico han de ser debidamente apreciadas, para 
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tranquilidad de la propia conciencia clel juzgaclor. y cii 
debida satisíacci6n dc la opiniúii y dc la justicia. Con i n -  
flexible rigor debe el Ministerio fiscal, en todos estos casos, 
tomar por regla dc conducta la dc iio pedir cl sobresei- 
miento; y de iio hacerse asi, debc esperarse quc los 'Tri- 
buiialcs, usanclo del recurso quc la Ley Ics da, promur- 
van la consulta antes indicada, cn 1a.seguriclad dc que esta 
1;iscalía optará. en todos ello ura del juicio. 

Del ni~niero de sobreseiir para qué ha- 
blar ahora. De las 53.874 causa> ~ ~ i s c a ~ i ~ i ~ c l a s  eii 1883. 
terminaron de aquel modo 31.844. Algo elevado parecr 
este iiúinero. Cuando, al finalizar cl corriente afio, se 
hayan reunido y clasificado los datos exigidos por la Cir- 
cular de esta Fiscalía de 19 dc Agosto Ultimo, cuyo exac- 
to y fiel cumylimient( )pone llevar á efecto con el 
mayor cuidado y esr sibles, se verá 
podrá apreciarse con acierto, asunto de tanta imponancia 

. ,* que hoy todavía aparece algo confus 

la apert 
no hay 
--L-- 

) se prc 
nero pc 

De .!! En fin, sin juicio oral, aunque d 
lis sentencias 

pr do, pueden terminar las causas en que se persigue conformidad 
rle In 

ic , iqaci~o tos á que e1 Ctjdigo señala penas correccionales, p c  

perio- 
n deli- 
)r con- 
--....,. 

pro&5ad0. Sormidad del procesado con la solicitada por la dCLLZrl- 

cidn. De este modo terminaron 5.970 en el pasado año 
de 1883. Es el idcal del sistema acusatorio. Partiendo del 
supuesto de que la acusaciú r ser sieinprc justa y 
siempre acertada, considera z a c~iestiún del proceso 
y satisfecho todo interés social, desde el momento en que 
el procesado manifiesta y ratifica si -midad 

11 ha di 
anjada 1 
. . . 

petición acusadora. Pero 2 ha de elevarse a ia catcgoria cie 
vcrdad aquel supuesto? El Tribunal esti obligado A dictar. 
sin más trrimites, la sentencia que proceda, segúii la cali- - 

ficaciún mutiiamente aceptada, sin que pueda imponer, 
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cl ey, pena mayor que la solicitada. <Aun en el caso 
d ror manifiesto? Aun en ese caso. Asi lo exige el 
sistema, en este punto rigorosamente adoptado y sancio- 
nado por la Ley. 

Las equivocaciones son posibles, sin embargo ; por- 
q11e no se ha decretado en ninguna parte la infalibilidad 
del Ministerio fiscal; y sicndo posible la equivocación- 
por este inoinento se excluye toda otra hipótesis-la 
posición del 'Tribunal obligado á fallar, quizá contra su 
conciencia, en méritos de una calificación acaso manifies- 
tamente errónea, será lógica, dado el sistema, pero jamás 
será conlpatible con la razón. 

El Fiscal ha podido leer mal o ent on error una 
liligencia del proceso: se ha equivoc iza al hacer 

una cuenta: ha creído (no es caso ideado) que la cleclara- 
ción de sanidad de iin herido se di6 antes de los treinta 
dias de la lesióii, cuando en realidad f~ié dada algunos dias 
despuds: inducido por su error, califica de menos grave la 
lesirin y pide contra el procesado una pena inferior á la 
justa, que el Letrado de aquél, como es consiguiente, 
acepta g~~stosisinio, y queda luego ratificada. Pero el error 
es manifiesto: está alli á la vista la declaración de sani- 
dad que lo denuncia; duró la curacidn más de treinta diac; 
fue por tanto grave la lesión, segiin las definiciones del 
Código; y está penado el delito con pena siiperioi-. ~ C > L I ~ '  
puede ó debe hacer el Tribunal en semejante caso? Nada: 
ni proponer siquiera la rectificacitin del error para que se 
discuta: el Tribunal no puede liacer otra cosa que senten- 
ciar conforriie á la calificación mutuamente aceptada. Y si 
l a hiciere, su sentencia sería casada y anulada pos el 

,I Supremo una vez interpuesto el oportuno recurso: 
precisamente por qiiebrantamiento de forma ó sea por pe- 
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nar el Tribunal un delito más grave que el c 
objeto de la acusación. De manera que, según estos 1 
pios y preceptos, la administracióii de justi ciiyo 
estado informo á V. E. por mandato de la ' ,pende 
Iioy en España, en la generalidad de los casos, ae ia opinión 
fundada 6 desacertada de un  funcionario irrcspoiisable. Y 
lo que es mis notable: las disposiciones clel C6digo Penal 
relativas á esta materi: iedado 
cadas por una excepci escrita 
que si lo hubiera sido, por la escepcióii dci criterio cierto 
ii erróiieo, en cada causa, del Ministerio fiscal. 

Si dentro de la Ley hubiese algún remedio, no t im~ea- 
ría en proponerlo; pero iio liabi6ridí absoluta 
preciso pensar en la reforma. 

No : el reinedio de 
uclizar: 3s pruebas; y e 
do, y eii los cdsos uc conformidad no sc I I Ú I ~  IICLL~U LJLUL- 
bas, ni se lia abierto el juicio niás que pa 
despuCs de lo cual queda realmente termina( 

Cic .e que h Ley e 
cado rt del art. , puede 
tirse y fallarse un tercer termino que no sea el de 1 
sació11 y el dc la defei se comprende 
no se aplic6 a todos los casos, utilizáiidolo como recurso 
para impedir el triunfo de formas vanas sobre la ( 

inalterable del derecho, y salvar á la vez la concienc 
'fribunal de la esclavitud de fórmulas, que 
deprimen. Tampoco puedc aceptar el Fiscal 
el llamado principio de que es licito lo que ld J X ~  ll" plu- 

hibe: porque ese principio, cicrtísimo en la interpretación 
de los actos de los ciudadanos, por justo respeto á su 
libertad, no puede ser estimado ni reconocido como verda- 

1 art. 7: 
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quc del proceso no queda más que la sentencia. 2Qué im- 
porta que el acto haya sido solemne y el público haya po- 
dido juzgar de los hechos y sus pruebas? Si de todo ello 
no subsiste nada en el proccso, el juicio podrá degenerar en 
iiiia espccie de espectáculo, falto de sentidc I- 

cia real ante la justicia. 
Sin valor jiiríclico el sumario, y disipadaU iaa yiUcUCID Uel 

juicio, apenas producidas, la sentencia no podrá ser casada, 
si fuese injusta en el fondo ó si las formas hubieran sido 
quebrantadas, ni los Jueces serán responsables de las iri- 
iracciones de ley que Iiayan podido cometer, más que eii 
el caso poco probable de declarar la sentencia misma sus 
propios errores 6 sus infracciones. 

Ni basta la faciiltad de rectificacicín q i ~ c  al ~ ~ r m i n a r  la 
secid  da dia puede ejercitarse: primero, porque en 
acpc :rito no cs posibIe adivinar el dato 6 compro- 
bante que la sentencia, por eqiiivocaciói~, podrá hacer 
constar más tarde en sus resiiltandos de un modo que la 
acusacidii ó la defensa no cstimcn perfectamente conforme 
con la realidad; y segundo, porque, aun adivinándolo y 
formulando iina petición directa de rectificación, queda al 
arb ii Tribui.ia1, que es precisamente lo que .a 
de 1 el estimarla ó no procedente, sin qui Y 
conLc;.ua ~untra  SU resolución reciirso de ninguna especie. 

Y en cuanto la organización, las ideas de reforma se Corrcrc~rdn 

han abierto ya camino con tan fundados apoyos, que bas- 
tará indicar lo que, á este propdsiti ya como consen- 
tido y autorizado por 1á opinión. 
C Ante todo, urge la división de la jurisdiccidn civil 

3 y criminal en los Juzgados de instrucción: es precisa la 
reorganización del Ministerio fiscal en su graclo inferior: 

7 será beneficiosa por extremo la de la jurisdicción correc- 

i se trat 
e la Le 

--- -- 



cioiial, inmediata ó próxima al lugar del delito y con trá- 
mites expeditos de sustanciación; y podrán suprimirse 
bastantes Audiencias de lo criminal, cuyos trabajos, aun 
hoy, siendo extensiva su jurisdicción á toda clase de deli- 
tos, no justifican su existencia, como por los estados ad- 
juntos a esta Memoria se demuestra. 

Mas extensa, de lo qiic imagine, la presentc Exposi- 
ción, debo terminarla aquí. 

Al dar noticia, como la Ley exige, del estado de la 
administración de  justicia, me propuse hacerlo con la 
exactitud que la conciencia y el debcr imponen; pero á la 
vez, como era justo, enceri-ando la indicación de vicios (5 

defcctos dentro de los respetos siempre debidos á la Ley, 
y sin negar el merecido aplauso á los que, con celo pa- 
triótico, iniciaron utilisinias reformas, no deslucidas en 
poco ni en mucho, por tal 6 cual omisión 6 deficiencia 
que la práctica haya podido revelar. 

Del desempeño, ruego á V. E. que juzgue con la be- 
nevolencia propia de su reconocida ilustraci6n y segiin 
pueda merecerla el buen deseo, inspirado en el bien pU- 
blico, aunque no servido esta vez por la importancia de 
la doctrina, ni los atractivos de su exposición. 

Madrid I 5 de Setiembre de 1884. 

Excmo. Seflor: 

sr. 





La Ley de 26 de Julio del corriente año, que regula el ejercicio del 
derecho á emitir las ideas por medio de la imprenta, ha reconocido 
que la libertad del pensamiento, expresado por la palabra escrita, no 
debe depender de la voluntad de los Gobiernos, y que la legislación 
sobre la prensa necesita concretarse á facilitar la manifestación de ese 
derecho. 

Derogada la Ley de 7 de Enero de 1879, ya no existen los llamados 
delitos de imprenta y sus penas, y han cesado los Tribunales y el Mi- 
nisterio fiscal, que especialmente fueron creados para intervenir en 
tales asuntos. 

Inspirándose en el espíritu que informó la Constitución de r 869, y 
con el mutuo acuerdo y leal concurso de los elementos que constituyen 
el Poder legislativo en este pafs, se ha verificado, bajo la Monarquia 
constitucional de D. Alfonso XII, esa trasformaci6n de tanta importan- 
cia para la libertad, mediante la cual, el Poder ejecutivo no se mezcla, 
ni conoce en cuanto se relaciona con el castigo de los delitos y faltas 
que pueden cometerse por medio de la imprenta, y se coloca á ésta al 
amparo del Poder judicial, que es la más firme y sólida garantía de to- 
dos los derechos. 

Al Ministerio público, llamado á velar por la observancia de las Le- 
yes en los asuntoi judiciales, y á promove; la acción de la justicia en lo 
que concierne al interés social, corresponde prestar en prirner término 
si1 valioso concurso para que el derecho que tiene todo ciiidadano es. 
p"ol á emitir libremente sus ideas, sea absolutamente respetado, sir- 
viendo de escudo á la legitima manifestación del pensamiento, y persi- 
guiendo, en su caso, los abusos que por medio de la prensa se cometan. 

Por esta razón, y porque así además lo requieren algunas consultas 
-dirigidas á este Centro por varios Fiscales de Audiencias, se considera 
el infrascrito en el caso de dar ciertas instrucciones relativas á esta gra- 
ve y delicada materia. 

El art. 13 de la Constitución, al sancionar el derecho de todo es- 
pañol á emitir libremente sus ideas y opiniones valiéndose de la im- 
prenta 6 de otro procedimiento semejante, sin sujeción á la censura 
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qrevia, no señala restricci6n alguna en el ejercicio de ese derechc, ,,,-, 
:omo todos los consignados eu la Ley fundamental, tiene únicamente 
os límites que su propia naturaleza le impone, subordinándolo al res- 
~eto á las instituciones que la misma Constitución consagra, y á las na- 

turales exigencias del derecho ajeno. 
La única legislacidn aplicable es la ordinaria. Cuanto no se lialle 

comprendido en las disposiciones del Código penal, es permitido al 
escritor. Pero todo aquello que sea una injuria 6 amenaza á la sagrada 
é inviolable persona del Rey, 6 signifique una provocación directa á di- 
cho delito, 6 á un cambio en la forma de Gobierno, 6 á cualesquiera de 
los hechos que constituyen la rebelión 6 sedicibn, y á los restantes de- 
litos que se determinan en las indicadas disposiciones, debe ser inflexi- 
blemente objeto de persecución y castigo. 

No de otra suerte se podrá seguir ejercitando el expresado derecho 
que, respondiendo á una necesidad de la personalidad humana y á iina 
csigencia de los pueblos cultos, no es, ni debe ser, incompatible con el 
poder social, las instituciones del pah rechos de los demss. 

Las dificultades que, en algunos c :dan ofrecerse para dis- 
tinguir cuándo procede el escritor de z esfera de su derecho, y 
curindo abusa de éste al efecto de ejercer ia acción penal, serán vena- 
das por la ilustracidn de los funcionarios del Cuerpo Ticcal con el estudio 
del articulo, suelto 6 noticia de que se trate, y la natural y sencilla 
aplicación de las prescripciones del Código penal en que pueda hallarse 
comprendido el caso. 

ilunque los delitos comf medio d ,a, tienen 
ma naturaleza jurídica que 1 tes de qu a el citac 
digo; y aunque no ha de tra~nibc aYiii hoy de otro purizo que el reiacivo 
á la aplicación del derecho constituido, es innegable que aquéllos 
presentan ciertos caracteres que, en ocasiones, esigen particular atención. 

Salvo el caso, que no es frecuente, de una provocación seguida de 
efecto, los delitos cometidos por medio de la imprenta obran preferen- 
temente sobre los espíritus, y no tanto sobre las cosas inateriales 

Producto del pensamiento, el delito de la palabra 6 su sirr 
que se realiza sirviéndose de la prensa, influye en primer términc 
aquél, sin que por ello deje de significar una infracción legal punioie. 

De aquí, que aun cuando en esos delitos no se vea más que una 
tendencia á ocasionar el desorden, como entiende la Ley inglesa, prác- 
ca ante todo, no es posible dejar de castigarlos como allf se castigan, y 
á la manera que en Espaiia y en otros niuchos países se penan las ma- 
nifestaciones de los delitos que no han llegado á consumarse. 

Si cualesquiera que éstos sean, es siempre necesario estudiarlos bajo 
su aspecto subjetivo, lo es mucho más refiriéndose á los que se coine- 
tan por medio de la imprenta, para no confundir el simple errc 
el propósito de faltar á las leyes 6 de perjudicar á la sociedad. 

' . Para hacer ese trabajo, verdaderamente delicado, no basta el examen 
de las frases que puedan servir de causa inmediata á la persecución; 
hay que fijarse en el discurso, en el articulo, en la obra entera, en su 
conjunto y en sus detalles, se han de apreciar sus formas y su esencia, 
para que el Tribunal pueda formar criterio exacto de la naturaleza, al- 
cance y motivos del asunto. 
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ijL.,,ica para fundar sólidamente sus conclusiones. 
Cstudiando los términos del impreso, las audacias de la hipótesis, 
emeridades de la utopia, las reticencias irónicas, las alusiones más 
:nos veladas, los caracteres empleados, las palabras subrayadas, 

ias Irases sin concluir 6 en suspenso, y en resuiilen, cuanto conduce a 
desmostrar el sentido que realmente se ha pretendido dar á lo escrito, 
podrá ser conocida la parte subjetiva del delito. 

A todo lo dicho convendrá agregar las comprc :as 
que se funden en la conducta anterior del periódi~,, L L I L U L I J L ~ ~ -  
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nisterio fiscal la conviccion ae  que se encuentra ante un caso compren- 
dido en las disposiciones del C6digo penal, porque todo ello establez- 
ca una presunción jzdris fanhmin de criminalidad, liabrá de ejercitar la 
acción correspondiente en la forma y tériiiinos que dispone la Ley de 

iiciamiento crimina 
Si luego, en el cnr: 
tos de convicción I 

ilpabilidad de su proposito, el ivlinisrerio nscai rectitlcara en ei a( 
sus apreciaciones, y deberá proceder como en los restantes asun'tos 
que interviene, conforme con lo que le dicten su conciencia y las pr 
cripciones legales, que es hasta vulgar que el representante de la Li -- los juicios, obre lo mismo en persecucióii que en defensa del aLu- 

), según S 

a fundad 
Yo es opc 

~ a a i g o  penal vigente necesiran mayor aesarroiio, y ai propio riempo 
cierta prudente templanza en los castigos que actualmente pueden ser 
iiii1)uestos por los delitos de que se trata. 

Parece cercano el día en que se lleve á efecto la reforma proyecta- 
da del Códigc ,perar es que entor ryan hecli ve- 
nientes corre1 :lacionadas c6n es a. 

Mientras : realice, hay que r las disp vi- 
gentes y pedir su aplicación de la manera que ei estudio del caso exija, 
sin perder de vista las indicaciones hechas, para que se procure que la 
jurisprudencia que se siente, no se reduzca á la copia 6 glosa parca y 
deficiente del articulo aplicable del Código, siendo, por el contrario, 
una razonada explicación de su espíritu y contexto, como de su rrlq- 
ción nl punto sobre q~ 
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.rnurdi~ eu ~ u e u r d  U C U ~ ~ S Z  UT; 1"s delitos cometido. ,,,..dio de 
la prensa. 

Tamp 
tisimo Sr. NLinistro ae  crracia y ~ustic 
propósito de estos asuntos, y abriga ei intrascrito el convencimiento cie 
que son y serán observadas sus instrucciones por todos los dignos fun- 
cionarios del Ministerio fiscal. 

Para que éste cumpla los deberes que le impone la Ley citada de 
26  de Julio, el Excmo. Sr. Ministro de la Gobernación cuida de que, 
por los Gobernadores y Autoridades locales, se ponga B dispoaicióu de 
los representantes del Ministerio público uno de los ejemplares de los 
periódicos á que se refiere el art. I I de la mencionada Ley. 

Tenga eii cuenta el Ministerio fiscal la impc Le la misi( 
se le ha confiado, y que lia venido á aumentar ( blemente 
numerosas y trascendentales funciones. 

Sea ante el Poder judicial el defensor de la Constituci6n en e<+. ln- 

teresante materia. Comprenda que di tada y ce 
los Tribunales, depende principalme .o que s 
práctica la libre emisión del pensamic o que esc 
cho no se convierta en arma destructora contra las instimciones y ia 
sociedad, 6 en elemento perturbador de la armonia juridica que cons. 
tituye el bienestar del Estado y de todos los ciudadanos. 

Diosguarde B V. S. muchos aRos. Madrid z de Octubre de 18S3.= 
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Han c 1;iscales de Audiencia si, con arregl 
actual le6.,,,,,,., -1 Adinisterio fiscal interponer querel 
:~veriguación y castigo de los delitos especialmente definidos y pc 
en las Leyes electorales; y también sobre su intervención en ac 
procesos, por iguales delitos, que, iniciados á virtud de querella 
cular, ofrezcan el caso del desistimiento de Csta, durante la sustancia- 
ción de los mismos. 

Con este motivo, y considerando que las dudas que el esta 
nuestra legislación ofrece, en tan delicada é importante materia, 
tienden á otros varios puntos, dignos de ser tomados en considei 
he crefdo dc mi deber dirigirme á los representantes del Ministei 
cal en las Audiencias, emitiendo y razonando la opinión de esta 
lia sobre las dudas consultadas y las demás que el es,udio 6 la 
riencia han llegado r, á iin de que, sos un criten 
forme en los casos ran, pueda logrars~ id de doi 
que resuelva 6 sup to modo las contr s 6 defici 
de la Ley, 
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,A' No están contenidos en una sola lo: preceptos de sanción penal 
referentes á delitos electorales. Los que puedan cometerse con motivo 
de elecciones de Senadores, de Diputados provinciales 6 de Concejales, 
se rigen todavía por la Ley de 2 0  de Agosto de 1870, revocada 6 alte- 
rada, en sus más esenciales disposiciones, por Leyes posteriores; mien- 
tras que los de elecciones de Diputados á Cortes tienen su Ley en la 
de 28 de Diciembre de 1878. Ambas disponen, además, que los delitos 
no comprendidos expresamente en ellas se castigarán con arreglo á lo 
dispuesto en el Código penal, añadiendo la de 1878, .y conforme á las 
Leyes de Enjuiciamiento criminal." Nuestra misión no es juzgar de las 
Leyes, sino respetarlas y reclamar, con su propia voz, su más cabal y 
exacto cumplimiento. 

\ a- La de 1870 dispone, en su art. 178, que la acción para acusar por 
,r- 

los delitos previstos en la misma, será popular y podrá ejercitarse hasta 
dos meses después de haber sido aprobada 6 anulada el acta definitiva- 
mente por el Ayuntamiento 6 Diputación provincial, si la elección fuere 
para Concejales 6 Diputados provinciales, y por el Congreso 6 por el 
Senado si hubiere sido para Diputados 6 Senadores. El acusador, aña- 
de, no se obligará á prestar otra fianza que la de estar á derecho y sos- 
tener su acción hasta que recaiga sentencia ejecutoria, y todas las ac- 

aciones se extenderán de oficio y en papel de esta clase, sin perjuicio 
1 reintegro en su día por el acusador 6 acusado que hubiese3 sido 
ndenados. La de 1878 sólo dice, en su art. 131, que la acción para 

por los delitos y las faltas previstos en eiia es popular, y podrá 
ejercitarse hasta dos meses despues de disueltas las Cortes á que co- 
rresponda la elección en que se hubiesen cometido. 

Un concepto capital descuella en ambas: el de la popularidad de la 
acción para perseguír los delitos electorales. Diferencias importantfsi- 
mas aparecen respecto á los demás: sobre la calificación de los hechos 
penados, ya como delitos, ya también como faltas: sobre las garantías 
y formas de la querella; y sobre el término de prescripción para pro- 

 verla. 
-4 propd dad de la acción ha surgido la duda que 

ve de fun sultas á que esta Circular responde. Sien- . ao  popular ia accion para perseguir los delitos electorales, ¿podrá ejer- 
arla el hlinisterio fiscal? La mera exposición de la duda revela un es- 
i o  de recelo y desconíianra que el Ministerio fiscal, por ley de honor, 
las más terminantes prescripciones escritas no le obligasen á ello, 

,,be procurar desvanecer ante la conciencia pública. 
distinción arbitraria la que se hace en las consultas y se ha 

he  tras ocasiones, entre la acción popular y la acción publica; 
Y 1  cuencia notoriamente infundada la de suponer que la exis- 
tencia ae  aquélla es incompatible con toda intervención del Ministerio 
fiscal. 

La acción penal es pública. Todos los ciudadanos españoles podrán 
ejercitarla con arreglo á las prescripciones de la Ley: dice el art. ro I 

de la de Enjuiciamiento criminal. No cabe msyor amplitud, ni más ex- 
tensa popularización del derecho de perseguir delitos. Mas lo que para 
los ciudadanos constituye underecho, es deber ineludible del Ministe- ' 

rio fiscal, á quien, aparte de otras muchas disposiciones, la citada Ley, 
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 pone la obligación de ejercita,, ,:regio á la inis- 

rna, todas las accic les que cl 
acusador particulai ausas, me 
reserva exclusivam ~uerella 

De mayor importancia sería, si estuviese runaaaa en aaros ciertos, 
la observación apuntada en alguna de las consultas fiscales, de que el 
Tribunal Supremo ha declarado y establecido jurisprudencia en el sen- 
tido de que el Ministerio fiscal carece de derecho para querellarse de 
delitos electorales. Conviene tener presente, ante todo, que en materia 

t criminal no hay ni puede haber verdadera jurisprudencia con fuerza 
obligatoria. La ley es su Única norma: la doctrina legal, formada por 
las sentencias delos recursos de casación, constituye una enseñanza pro- 
vechosa y autorizadfsima, que debe estudiarse con esmero; pero que 
jamás se puede invocar como fundamento de casación ni como pre- 
cepto obligatorio para elMinisterio &cal ni para los ciudadanos. Y aun 
en materia civil, en que la jurisprudencia tiene fuerza de Ley, ha decla- 
rado el Tribunal Supremo, eii multitud de sentencias, que la jurispru- 
dencia, por su misma índole, exige, para ser declarada y reconocida en 
su verdadero valor jurídico, no una ni varias sentencias, sino reitera- 
das resoluciones de idéntica especie. Lo mismo, pues, tratándose de 
delitos electorales, que de cualquiera otra clase de delitos, especiales 6 
comunes, siempre que el Ministerio fiscal entienda procedente la que- 
rella, debe interponerla con resolución, en nombre y defensa de la Ley, 
como su misión exige, sean cuales fueren las dudas qu 
surgido de resoluciones mh j aisladas 
de alguna analogía. 

Pero en los casos de la LuirsulLn 00 hay tales ic~uiu~iuiics cn 
ticlo que se supone; ni las sentencias, que se citan, declaran lo que la 
consulta entiende. Bien examinadas, la primera de ellas, de 13 de Julio 
de 1881, dictada en causa seguida en la Audiencia de Pamplona, por 
abusos cometidos en una elección de Ayuntamiento, aplicando por con- 
siguiente al caso la Ley de 1870, fundó la no casación del auto de 
sobreseimiento de la Audiencia, en no haber hecho uso de la acción 
correspondiente, por medio de la oportuna querella, ni el denunciante 
particular, que en la causa intervino, ni el Ministerio fiscal, dentro del 
término de la Ley; y la segunda, que tambien se cita, de 5 de Octubre 
del mismo año, en causa por falsedad de actas de una elección de Di- ' 
putado provincial, con aplicación por tanto de 1a.misma Ley de 1870, 
lo que declaró, casando la sentencia condenatoria de la Audiei 
Valladolid, fué que tampoco en aque habia entablado pt 
sona alguna, dentro del termino prez la Ley, la oport~ir 
rella en persecución del delito. 

Tiene, pues, el Ministerio fiscal expedito el camino para cumplir 
con su deber, cuya realización, si no ha de quedar aquel ilusorio, sólo 
exige el más exquisito cuidado en el uso de los medios 6 interposición 
de los recursos legales, porque sabido es que para obtener justipi. A* 
los Tribunales, no basta tener razón, sino que se necesita ped 
tiempo y bajo la forma debida. 

Salvada asf la cuesti6n de princil; :1 Ministe 
drfa abandonar, sin cometer una ~ C P I U L ~ U L C  abdicación ue sus nias iin- m 
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purtantes funciones, debe considerarse tambien, con especialisimo es- 
mero, que no pueden ni deben menospreciarse en esta ni en ninguna 
materia, como extraEos á la determinación de la conducta, los consejos 
de la prudencia. No sería propio de este momento ni de las funciones 
de este cargo descender al análisis de la triste realidad. Las dudas 
consiiltadas, ahora y siempre que ha estado próxima una elecci6n ge- 
neral, más que á vacilaciones de la inteligencia obedecen Ci temores de 
la opinión. También debe ser oída y respetada, al par que la Ley, si los 
actos del Ministerio fiscal han de merecer, como debemos aspirará que 
inerezcan, no s610 el acatamiento, sino el voto de la conciencia publica. , 

Para conseguirlo es fácil determinar la l h e a  de conducta que debe 
seguirse. En todos aquellos casos en que exista una excitaci6n autoriza- 
da, por rcmisinn de tanto de culpa, ya proceda del Senado, del Congre- 
so,.6 de las demás Corporaciones que tienen el derecho de aprobar las 
actas de eleccibn, ya de Autoridades que hayan ejercido el de examen 
de actos de sus inferiores, la acción fiscal debe proceder con desemba- 
razo, en cumplimiento de su ministerio; pero, cuando la iniciativa sea 
particular, la prolijidad del estudio, la comprobaci6n de los datos, la 
mayor parsimonia no parecerán excesivas; y de todos modos habrá de 
evitarse con mayor escrupulosidad si cabe que en la generalidad de los 
asuntos, la sospecha de una cooperaci6n en las pasiones da partidos 6 c banderias. Siempre que las circunstancias lo permitan, consultarán los 
Fiscales esos casos, antes de interponer la querella, á esta Superioridad; 

r aun en los muy urgentes, daran cuenta de eiios á la mayor brevedad 
~osible. Esta Fiscalía abrirá un registro de todos, con la debida distin- 
:ión, y hará públicas sus resoluciones en los de iniciativa particular 6 
le querella fiscal, no interpuesta á virtud de excitaciones oficiales. 

A otros puntos, en cierta manera secundarios, relacionados con el 
~rincipal de la intervencidn de nuestro Ministerio en las causas de este 
inaje, se extienden las consultas, que deben ser igualmente contes- 
.ados. 

La aprobación 6 nulidad de las actas de elección por las Corpora- - 
:iones que con arreglo á las leyes tengan el derecho de pronunciarlas, 
io puede influir en términos de justicia en la conducta del Ministerio 
iscal, ni para entablar 6 mantener la accion, ni para solicitar el sobre- 
jeimiento, cuando, entablada aquélla, lo estimare procedente. Son 
ünciones perfectamente distintas las de dichas Corporaciones y las de 
ios Tribunales de justicia. Aqubiias juzgan, conforme á las Leyes 6 á sus 
propios Reglamentos, de la validez 6 nulidad de la eleccibn; mientras 
que los Tribunales están llamados á fallar sobre hechos concretos, que 
aun pueden no haber afectado á la validez 6 nulidad misma de la elec- 
ción, considerados punibles, en uso de exclusiva competencia, que na- 
die limita ni podria limitar con derecho. 
' Tampoco ha de ser parte á influir en la conducta del Ministerio - 

fiscal el desistimiento del querellante particular. La accidn penal, por 
delito 6 falta que dé lugar á procedimiento de oficio, no se extingue, 
dice el art. 106 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, por la renuncia 
de la persona ofendida. Con igual 6 mayor razdn deberá entenderse que 
no se extingue por la renuncia de persona no ofendida particularinente, 
que liubiere liecho uso de-la accibn penal pública. Lo que importa, en 
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todo caso, es que el Ministerio fiscal deduzca su querella en forma 
para que, si el particular desiste, no pueda decirse que el procedimiento 
queda sin base. 

En cuanto á las diferencias que en las citadas Leyes se notan y que 
al principio se indicaron sobre la calificación de los hechos pnnibles, 
formas de querella y términos de prescripci611, la primera de ellas es la 
que realmente ofrece dudas de alguna importancia y dificultad. 

Dudase, en efecto, si los hechos ú on~isiones especialmente penados 
por la Ley de 1878, sobre elecciones de Diputados á Cortes, constitu- 
yen delito todos ellos, 6 si algunos están calificados solamente de faltas: 
dlidase, por consiguiente, de la competencia delTribuna1 en tales casos, 
y se duda, también, de la penalidad señalada y que deba aplicarse en 
los mismos. 

Es evidente que la Ley de 1870, vigente todavía, en punto á san- 
ci6n penal, respecto á elecciones de Senadores, Diputados provinciales 
y Concejales, caliiic6 de delitos todos los actos y omisiones que declar6 
punibles; pues aunque después de tratar en sus capítulos 1.O y 2.O de 
falsedades y co?cciones que notoriamente constituyen delito, habló en 
el 3." de faltas de los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes, 
y en el 4.0 de arbitrariedades y abusos que podrían ser considerados 
técnicamente como faltas, en ninguna parte hizo aquella Ley distinciún 
entre unos y otros hechos, calificando aquéllos de delitos y de faltas 
los segundos, sino que por el contrario, al establecer en el capítulo 5.0 
y úitimo de la sanciún penal las disposiciones comunes á todo el titulo, 
comprendió siempre bajo el solo concepto y frase de delitos los hechos 
y omislones objeto de su sanción penal. .Los delitos á que esta Ley se 
refiere:' .los delitos previstos en esta Ley:" .los delitos electorales," 
dicen los articulos 177, 178 y 180, sin que ni en ellos ni en ningúnotro 
se hable de faltas 6 de delitos y faltas penados por la Ley. 

Con ella a la vista, adoptando su niétodo y contextura y copiando 
muchos de sus preceptos, la de 1878 introdujo, sin embargo, en este 
punto modificaciones importantes é innegables. 

En sil tít. VI, de la sanci6n penal, después de tratar de las falseda- 
des y coacciones objeto de los capítulos 1 y 11, refundió en el 111 todas 
las demás infracciones de la Ley electoral, y dispuso en el art. 128 que 
.toda falta que no llegase á constituir delito de los enumerados en los 
artículos anteriores seria penadan de la manera que establecía. 

Ante tan clara prescripción es imposible negar la aplicación que la 
Ley especial quiso hacer á estos actos y omisiones electorales de la 
distinci6n de delitos y faltas adoptada en la Ley común. Pero todavia 
lo confirmó de nuevo en el tít. VII, consagrado á las disposiciones ge- 
nerales, al establecer en el art. 131 que la acci6n para acusar por los 
delifos y falhzs previstos en ella era de la naturaleza qne allí se indica. 

Importa mucho la distinci6n porque trasciende gravemente á la pe- 
nalidad. El citado art. 128 dispone que toda falta, de las que define, 
que no llegue á constituir delito de los enumerados en los artículos 
anteriores, será castigada con la pena de arresto y multa de 50 á 5.000 
pesetas. ¿De que clase ha de ser el arresto? La Ley no distingue: y en 
tal caso el aforismo jurídico aplicable es demasiado conocido. La Ley, 
no distinguiendo, ha querido hacer una sola pena del arresto, compren- 
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diendo en uno solo 6 en escala cointín los dos que el Código penal 
establece en sus escalas 6 duraciones respectivas de tiempo. Pero si 
esta iiiterpretación que es la que en primer término debe defenderse no 
llegara á prevalecer, la que de ningún modo puede aceptar el Ministe- 
rio fiscal es la de que la Ley sólo habla de arresto mayor. Distinguir 
donde ella no distingue; y distinguir agravando la penalidad, es decir, 
estableciendo una pena que ella claramente no establece, no puede ser 
:ipoyado por el Ministerio fiscal, que, en nombre de los principios y (Ir 
la Ley, debe estar por lo favorable al reo alli donde exista la inenor 
duda de interpretación. 

Son meras faltas esas infracciónes, y el Tribunal competente y el 
juicio propio de ellas los establecidos para las faltas. As: habrá de sos- 
tenerlo el Ministerio fiscal, interponiendo todos los recursos legales 
procedentes si sus peticiones á este propósito no fueren desde luego 
estimadas. La gravedad de la multa impuesta por la Ley no afecta er. 
nada á la interpretación y conclusiones establecidas; en primer lugar, 
~iorque no seria lógico deducir de la aplicación del precepto el princi- 
pio que lo informa; y en segundo, porque del mfnimum al máximum de 
la iiiiilta hay amplia gradaci6n para poder salvar la que en determinado 
caso pareciera excesiva dureza de la Ley. 

1-1 Respecto á las formas y garantías de la querella, conviene observar 
que la Ley de 1878 ha oiilitido aquel precepto especial de la de 1870 
sobre la naturaleza de la fianza que el querellante ha de prestar. De- 
berá estarse, por consiguiente, en éste punto y en todo lo relativo 5 
las formas de la querella, cuando de la aplicación de la Ley de 1878 se 
trate, á lo dispuesto, sobre el particular, en la Ley comúii de Enjuicia- 
miento criminal. Así debería hacerse, desde luego, en observancia de 
principios inconcusos; pero, además, respecto al asunto que se examina, 
no podrfa nunca excusarse por estar terniinanteinente prescrito en el 
artículo 137 de la mencionada Ley. 
L Finalmente, por sensible que sea tener que aplicar leyes 6 disposi- 
ciones distintas á hechos de la misma naturaleza, no puede prescin- 
clirse de reconocer la distinción que en las de 1870 y 1878 existe en 
orden á la prescripción del término para acusar. Hasta dos meses 
después de la al~robación 6 nulidad del acta del Senador, de Dipu- 
tado provincial 6 de Concejal; harta dos meses después de disueltas las 
Cortes ic que corresponda la elección de Diputados, dura la acción 
p6blica de querella, tanto para los ciudadanos conio para el Ministe- 
rio fiscal. Pasados esos términos, la acción no existe; y el Ministerio 
fiscal se abstendrá de deducirla en ningún caso en que evidentemente 
esté prescrita. Si, esto no obstante, su intervención fuese solicitada 6 
requerida por alguna Autoridad 6 Corporación, sus deberes quedarán 
limitados á advertir á quien le requiriese la imposibilidad legal de ln 
querella por haherse extinguido la acción para deducirla. 

Dios guarde á V. S. inuclios años. Madritl r g  de Abril de 1884.~ 
S4NTOC l>E 1"'"' 
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ellos quizá los límites de una provocación directa á su ejecución. 
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Las provocaciones directas á un cambio en la forma de Gobierno 6 á 
cualquiera de los hechos constitutivos de la rebelión, están definidas 
y penadas como delitos por el Código penal; de igual manera lo están, 
y más gravemente por su mayor importancia, los hechos más adelanta- 
dos que las provocaciones en el orden de la ejecuc?ón, que sin llegar & 
manifestarse en alzamientos 6 actos de abierta hostilidad, tengan alguno 
de aquellos objetos, ya para cambiar el orden constitucional, ya para 
impedir el libre ejercicio de su acción á los poderes constituidos. 

Si i, proclamar estos principios en z de Octubre de 1883 la Fisca- 
lia no se detuvo á demostrarlos, ni alegó leyes y razones, ni trató de 
persuadir á los Fiscales de su perfecta legalidad, fué, sin duda, por no 
imaginar que nadie, por escasos 6 tibios que fueran sus respetos á la 
ley, pudiera negarlos ni someterlos á duda en ninguna ocasión. 

Pero si la necesidad lo ha impuesto, en el deber está la Fiscalía de 
demostrarlos, no escaseando citas, ni omitiendo razones, aun á riesgo . - . 
de prolijidad, que puedan estimarse importantes, hasta dejar tan perfec- 
tamente esclarecida, como le sea posible, cuestión que de tal manera 
afecta al prestigio de la ley y al derecho de los ciudadanos. 

Sabido es de cuantos conocen las leyes que el Código penal vigente 
definió en la seccion 3.a, cap. I.", de su tit. 2." bajo la denominación de 
.Delitos contra la Iorina de Gobierno," hechos que en el Código que 
reformaba no tenían esta denominación ni este sentido jurfdico , 6 no 
liabian sido objeto de análoga penalidad. 

Los principios mismos en que el Código se inspiraba, y el estado 
político, vigente A la sazón, asi lo exigían: porque si la Constitución 
era reformable de continuo por su propia expresa declaración, de al- 
giin modo habfa de defendérsela contra el diario embate de las pasiones, 
que pudiera convertir aquel principio en incentivo de perpetua anarquía. 

Definió y castigó, en primer termino, bajo este criterio, los hechos 
de fuerza 6 ejecutados fuera de las vías legales (art. ISI), encaminados 
directamente á conseguir, entre otros objetos, el de reemplazar el Go- 
bierno monárq~iico-constitucional por un Gobierno monárquico-abso- 
luto 6 republicano; y despues (art. 185) definió Y castigó también como 
delitos, si bien con pena menos grave, los mismos actos, aunque se 
ejecutaren sin alzarse en armas y en abierta hostilidad con el Gobierno. 
Es decir, que los actos y hechos directamente encaminados á reempla- 
zar la forma de Gobierno constituyen siempre delito, aunque de dis- 
tinta importancia y gravedad, según que se ejecuten por la fuerza 6 
fuera de las vías legales (art. ISI), 6 sin alzarse en armas y en abierta 
hostil.dad contra el Gobierno (art. 185). 

No necesitan interpretación preceptos tan terminantes; ni cabe ad- 
mitir ni aplicar al caso la regla, ciertisima en su fondo, de que en la 
duda debe estarse por lo favorable al reo; porque esto ha de entenderse 

' de las dudas razonables, pero no de las puramente caprichosos, merced 
i las que, si se admitieran, sería posible alcanzar, con aspiración á ho- 
nores de justicia, la absoluta y ccmpleta supresión del Código penal, 
cuyos preceptos no han de parecer menos que dudosos ri los que des- 
graciadamente incurren en su sanci6n. 

En el caso pre~ente la pretendida duda no tiende 5 otra cosa que d 
la supresión del art. 185 del Codigo. 
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~ U S ,  ou efecto, si el 185 dispusiera 16 uuairiu L~UC CL 'VI ,  y si su 
cia á éste hubiera de entenderse, como al je desea, 
insiva de todos sus conceptos, el art. 185 holg catálogo 

ae  ias disposiciones del Código, y seria necesario COI como no 
eccrito : más aún, como no imaginado para ningún hn pizIctic0 y real. 

Aparte de esto, la pretendida interpretación adolece del vicio, entre 
otros, de imponer una aiteracidn radical en la letra y concepto de los 
mencionados artículos. Según ella, donde el C6digo dice: si?. , 'I l zarse 
m a r m s  y sin abierta ko.ctiLidad (que como fácilmente se com1:rende 
quiere decir : y saz alzarse en abierta hosfilidnd), Iia de entenderse que 
dice todo lo contrario ; esto es, por la fuerza d fuera de las vias Legales; 
con lo que, además de la alteración del texto, resultaria el contrasentido 
de que la disposici6n del art. 185 , evacuada su referencia al 181 y su- 
plida con las propias palabras de éste, contendría el sig~iiente originalí- 
simo precepto : .Los que sin alzarse en armas, qeczrtaren por la f uerza 
y sin ir en abierta hostilidad contra el Gobierno, ejecutarenyz~era de 
las vfas legales, tales actos, serán penados, unos coi 
ral (art. 1 8 4 ) ~  y otros con prisión mayor (art. rSg), 
se todos en el mismo idéntico caso." 

Sería ofender la ilustración de V. S. y la de los 1 riDiinaies seguir 
refutando la caprichosa duda sobre elverdadero sentido de los artículos 
citados. 

ifl, Tampoco puede ofrecerla la inteligencia de los artículos relativos al 
a-l:.- -le rebelión, que c del delito 

la forma de Gobie 
i reos de rebelión 

,i en abierto Itostilinan contra PL boozerno para cualquiera ae  los 
objetos que el mismo determina y enumera: y lo son igualmente, añade 
el 248, los que sitz nlzcarse contro el Gobierno, cometieren por nsf~~cin ú 
por cualquier otro medio, alguno de los delitos comprendidos en el 243." 
Por donde se demuestra evidentemente que, asi los delitos contra la 
forma de Gobierno, esto es, contra la organización política 1 

como los de rebelión 6 sean los ejecutados contra los poderes 
dos en su ejercicio, pueden cometerse, según el Cbdigo , lo 
zándose en armas, en abierta hostilidad y ejecutando actos de violencia 
que sin alzarse y sin abierta hostilidad, por medio de astucia 6 cuales- 
quiera otros que no sean los de la fuerza. 
1 Debo llamar igualmente la atención de V. S. hacia el contenido del 

art. 18 
see también ( forma di 

no: 1.' ones poli toda cla! 
uniones puoiicas o en sitios ue numerosa concurrencia, dieren vivas u 
otros gritos que provocasen aclamaciones directamente encaminadas i 
la realización de cualquiera de los objetos determinados en el art. 18%; 
y z.', los que en dichas reuniones y sitios pronunciasen discursos 6 leye- 
ren 6 repartiesen impresos, 6 llevaren lemas y banderas que provoca- 
ren directamente á la realización de los objetos mencionados 
ticulo antes citado;" pues ademis de ofrecer nueva prueba las 
prescripciones, de la definición como delitos de los actos enum .., --* 181, aun no ejecutándolos por la fuerza, debe tenerse muy pre- 
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sente la distinción que de Los mismos resulta respecto á los hechos en los 
dos números del art. 182 definidos; según la cual, si para penar los 
vivac y gritos contra la forrria de Gobierno se exige la concurrencia de 
las circunstancias previstas en el número 1." entre las cuales se advierte 
la de que el gritoprovoque aclamaciones delareunión, bastan, respecto 
al z.", el discurso 6 el escrito, la ostentación del lema 6 de la bandera 
que provoque directamente á la ejecución de aquellos actos punibles, 
para que se repute cometido el delito y sus autores y demás personas 
responsables incurran en la sanción de su penalidad. 

Del propio modo debo encarecer A V. S. la necesidad I ~ a r  
debida atención á la comisión de los delitos de desacato, in- 
jurias y amenazas á la Autoridad, y de los insultos, injurias J aiiici~azas 
á sus agentes y á los dem,?s funcionarios públicos, que define y castiga 
el Código en el cap. 5.0, tit. 3.0 de su libro 2.0; así como á los de ca- 
lumnia 6 injuria contra la Autoridad pública, Corporaciones 6 clases 
determinadas del Estado á que se refiere el art. 482. Respetando sieni- 
pre el derecho de la censura pública, especialmente por lo que se 
refiere á la mera publicación por la prensa periódica de los escritos 
mencionados en los dos números del art. 266, y al de probar laverdad 
de las imput lue fueren dirigidas contra empleados públicos 
sobre hecho: ientes al ejercicio de su cargo, conforme al 475, 
que el Minist ico debe coadyuvar, cuando así lo aconseje la 
justicia de la causa, es necesario que V. S. preste el apoyo de su acción 
y la voz de su defensa á la Autoridad en todos los casos en que contra 
la misma se cometieren los indicados delitos, sin necesidad de escita- 
ción especial cuando la Ley no la requiera, 6 reclain8ndola del Gobier- 
no por conducto debido en las ocasiones en que deba preceder al 
ejercicio de la acción, conforme i lo dispuesto en el párrafo íiltimo del 
articulo qSz.T,a Magistratura misma es objeto con freciiencia de dia- 
trihas 6 insultos de las malas pasiones; y no ha de quedar indefensa 
porque desde su altura juzgue no deber iniciar la persecución de este 
linaje de delitos. Ese cargo corresponde principalmente al Rilinisterio 
fiscal, y en su desempefio espera confiadamente esta Fiscalia que no Iia 
de haber omisión ni descuido. 

Por último, no puede ocultarse á V. S. el objeto final que se persi- 
gue con las pretendidas dudas y cuestiones sobre el sentido y alcance 
de las disposiciones del Código, relativas á delitos contra el orden pú- 
blico. Si éstos no pudieran cometerse por otros medios que los de la 
violencia, el art. 582 estaría de más: quedaría suprimido de hecho y sin 
aplicación posible. Los que, según el mismo, provocaren directamente, 
por medio de la imprenta, el grabado ú otro medio mechico, á la per- 
petración de los delitos comprendidos en el Código penal, entre ellos, 
los de rebelión g los de actos dan directamente á reemplazar 
la forma de Gobierno de la Co 1, sea por la violencia, sea por 
la astucia 6 por otros medios, delito, 6 incurren en la sanción 
penal establecida por dicho arucuio, mayor 6 menor, según que la 
provocación hubiere 6 no obtenido larealizaci6ndel hecho que su autor 
se propuso. Al intentar la arbitraria supresión de los delitos contra la 
forma de Gobierno, los de rebelión y demás, cuando no se cometen 

r la fuerzi nde es suprimir el delito punible en la 8, lo que se prete 
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prensa, el de la provocacibn, clejanclo inúkil, ineficaz é imposible toda 
penalidad para la misma. 

Pretendan, en buen hora, la impunidad en la esfera de la lilxe dis- 
cusión, los que crean en la prerrogativa de esta inviolabilidad. El Mi- 

. nisterio público no está llamado á juzgar de esa ni de ninguna otra 
doctrina b~iena ni mala: su deber es velar por la Ley, y la Ley queda- 
ría vulnerada y escarnecida si por artificios, más 6 menos disitnulados, 
se lograse hacer triunfar la idea delaimpunidacl y de lairresponsabilidad 
por actos y provocaciones que para su triunfo no hubiesen apelado d 
la fuerza. 

Claro es que, en todos estos casos, la dificultad estriba en distinguir 
entre la libre emisión licita de opiniones y doctrinas y la provocación 
reprobada á actos punibles. Dificultad no tan grave como á primera 
vista pudiera aparecer; porque, bien considerada, la distinci6n es (le 
cosas que suelen darse á conocer por sí mismas revelándose con per- 
fecta claridad, aunque el reconocerla y declararla ofrezca de ordinario 
inconvenientes de menos fáciI solución. A este propósito, y para disipar 
toda duda en materia de conducta, la Fiscalía se limitará á recordar las 
instrucciones de su Circular alprincipiocitada de 2 de Octubre de 1883. 

.Las dificultades que en algunos casos puedan ofrecerse para dis- 
tinguir cuáudo procede el escritor dentro de la esfera de su derecho, 
y cuándo abusa de éste al efecto de ejercer la acción penal, serán ven- 
cidas por la ilustración de los funcionarios del Cuerpo fiscal, con el J' 
estudio del artículo, suelto 6 noticia de que se trate, y la natural y sen- 
cilla aplicación de las prescripciones del Código penal en que pueda 
hallarse comprendido el caso. 

Aunque los delitos cometidos por medio de la prensa tienen la 
misma naturaleza jurídica que los restantes de que se ocupa el citado 
C6digo; y aunque no ha de tratarse aquí hoy de otro punto que el rela- 
tivo á la aplicación del derecho constituido, es innegable que ?que- 
110s presentan ciertos caracteres que, en ocasiones, exigen particular 
atención." . . . . . . . . . . . . . . , . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

.Extudiando los términcs del impreso, las audacias de la hipótesis, 
las temeridades de la utopia, las reticencias irónicas, las alusiones más 
6 menos veladas, los caracteres empleados, las palabras subrayadas, 
las frases sin concluir 6 en suspenso, y en resumen, cuanto conduce á 
demostrar el sentido que realmente se ha pretendido dar á lo escrito, 
1~0drá ser conocida la parte subjetiva del delito. 

A todb lo dicho convendrá agregar las comprobaciones extrínsecas 
que se funden en la conducta anterior del periódico, en las circunstan- 
cias del lugar y tiempo en que se publique el escrito, y cuanto además 
merezca especial meditaci6n. 

Cuando el resultado que ofrezca ese trabajo lleve al ánimo del Mi- 
nisterio iiscal la conviccion de que se encuentra ante un caso compren- 
dido en las disposiciones del Código penal, porque todo ello establezca 
una presunción pris fanfutn de criminalidad, habr5 de ejercitar l a  
accibu correspondiente, en la forma y términos que dispone la Ley de 
Enjuiciamiento criminal." 

I-laciéndolo así el Níinisterio fiscal, habrá cumplido con su deber. - 
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Innecesario parece añadir, por lo demás, que para el éxito en cada 

o es riguiosamente preciso que el Iiecho se califique cc udl 

: la prueba 6 demostración sean concluyentes, y que p¿ rec- 
n se invoquen las disposiciones legales que corresponda 
E1 celo y discreción de V. S. satisfarán, como siempre, estas v to- 
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Desde que einpezaron á regir la Ley de Enjuiciamiento criiiiiual de 
14 de Setiembre de 1882 y la adicional á la orgánica de 14 de Octubre 
del mismo año; se pron~ovieron dudas y cuestiones sobre determiiiaci6n 
de los Tribunales que habían de considerarse coinpetentes para juzgar , 
de las causas y procesos contra ciertos f~incionarios del orden judicial 
y del administrativo. 

,Refiriéronse primeramente las dudas á las causas contra Jueces mu- 
nic~pales y Jueces de n 6 de primera in: á las promo- 
vidas contra Concbjali untamiento y Auti administrati- 
vas de poblaciones do ubiera Audiencia sen capitales 
de provincia. '1 

La mera conjetura de una distinción de derecho, por zonas y 
didades. y de una diferencia de capacidad juridica de Autoridades 
rles en funciones, por el solo motivo de ejercerlas en pueblos de 

iiivrrsa categoría. sería motivo bastante para llamar la atención del 
A~Iinisterio fis la importancia de iones á este propósito 
suscitadas. 

Pero además ia aaministración de justicia, entorpecida con frecuen- 
cia por este linaje de incidentes, y la índole misma de los procesos. en 
particular de los promovidos contra Concejales y Autoridades adminis- 
trativas, reclaman imperiosamente que la intervención del Ministerio 
fiscal quede, en cuanto á la uniformidad de su criterio, desembarazada 
y expedita para que, 11 ido obsticulo en el procedimiento, pue- 
da consagrarse iutegra tquisíta imparcialidad al fondo de tales 
asuntos, enardecidos d io al calor de las pasiones de localidad. 

Coiitesló esta Fiscaiia aquellas primeras consultas en su instrucción 
número 69 de las insertas en la Exposición al Gobierno de S. M. de 15 
de Setiembre de 1883, sosteniendo en principio, pero sin desarrollar 
toda la doctrina en sus aplicaciones y consecuencias, por no exigirlo las 
preguntas hasta entonces formuIadas, que las Salas y Audiencias de lo 
criminal eran las competentes para conoc causas contra Jueces 
municipales y de instrucción 6 de primer; a,.propias de la juris- 
dicción ordinaria, cualesquiera que fues ilrtos cometidos y la 
clase de población en que diclios funcionarios prestasen sus servicios, 

, 



se promo 
iministrai 
donde nl 

~7 

OS Jueces 
rcieren a. 
metidos c 
-..:1- .< 

lntra Con 
~oblacioni 
r Audienc 

cejales di 
es que nc 
:¡a, por 1 

54 
,,, ,,,,.o para conocer, dentro también de la jurisdicción ordinaria, de 
las que vieran co E Ayuntamiento y Autori- 
dades ai :ivas de ) fuesen capitales de pro- 
vincia 6 u hubier: os delitos cometidos en el 
ejercicio ae  sus runciones. 

Mas no por esto cesaron las dudas. &l contrario, se han reproduci- 
do con insistencia sobre los puntos primeramente consultados y se han 
ampliado á otros dependientes de aquéllos O relacionados con los 
mismos. ¿Qué Tribunal es el competente para las causas contra los 
Fiscales municipales? En las de todos los funcionarios mencionados, 
¿ante quién debe presentarse la querella ? ¿A  quién corresponde ad- 
mitirla 6 rechazarla? En general, ¿ á quién atribuye la Ley la forma- 
ción del sumario? 

Las primeras como las últimas dudas y consultas exigen que el 
asunto sea examinado en su integridad y obligan 6 esta Fiscalía á de- 
terminar el criterio que el Ministerio fiscal deba seguir en tales cuestio- 
nes hasta lograr, por su éxito 6 por la adopción de otro más justo, 
resoluciones que deiinitivamente las terminen. 

Todos los funcionarios de que se ha hecho mención, así del or- 
den judicial y Ministerio fiscal, como los administrativos eran juzgados 
en sus causas y procesos, antes de la promulgación de las citadas Leyes 
de 1882, por las Salas de lo criminal de las Audiencias territoriales, con 
arreglo 5. lo dispuesto en la Ley provisional sobre organización del 
Poder judicial de 15 de Setiembre de 18.10, con esta distinción intere- 
sante: 1 y Fiscales y los fu 1s del orden administrativo 
que eje utoridad, sólo en 1 contra los mismos por de- 
litos co :n el ejercicio de si ies 6 cargos; mas los Jueces 
de instruccion y los de los Tribunales ae  partido (Jueces de instrucción 
y de primera instancia), y sus Fiscales en todas las causas, por cualquiera 

. clase de delitos, segiui lo establecido en el art. 276, núm. 3.0, párrafo 
tercero, cuarto y sexto de dicha Ley. 

Desapareció esta unidad de competencia, más en la apariencia que 
en la realidad de la jurisdicción, con motivo del establecimiento de las 
nuevas Audiencias de lo criminal y á consecuencia de las diposiciones 
ai efecto dictadas por la Ley de Enjuiciamiento de 14 de Setiembre 

2 y la adicional á la orgánica de 14 de Octubre del propio año. 
de Enjuiciamiento estableció en su art. 14 que fuera de los casos 

r y limitativamente atribuidos por la Ley (en general la Ley) á las 
.--...-. icias territoriales (entre otros Cuerpos y Tribunales que citn), 
seria competente por regla general para conocer de la causa y del 
juicio respectivo la Audiencia de lo criminal de la circunscripción en 
donde el delito se hubiese cometido. Y la adicional dispuso, como re- 
gla general también, en su art. 4.0, párrafo segundo, que las Salas y 
Audiencias de lo criminal habían de conocer de todas las causas por 
delitos cometidos dentro de su respectiva provincia 6 circunscripción 
que compitieran á la jurisdicción ordinaria, con excepción de aquellas 
de que actualmente conocia el Tribunal Supremo, y salvo lo dispuesto 
en dicha misma Ley adicional (en esta Ley) 6 en otras especiales; y á 
continuación en el párrafo tercero, como determinando una de aquellas 
excepciones anteriormente salvadas, ordenó que las Salas de lo crimi- 

ncionario 
as causas 
us funcior 
3 7 
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nal (le las Audiencias territoriales conocieran de las cansas referentes 
á delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones dentro de su res- 
pectivo territorio : primero, por Diputados provinciales ; segundo, por 
Concejales de Ayuntamiento de las capitales de provincia y poblacio- 
nes donde hubiera Audiencia; tercero, por Autoridades administrativas 
de las mismas poblaciones, con excepción de los Gobernadores civiles; 
y las Audiencias territoriales en pleno de las causas por toda clase de 
delitos que cometieren los auxiliares del Ministerio fiscal de las Audien- 
cias de lo criminal. 

No aparecieron nombradc se ve, los Jueces y Fiscales mu- 
nicipales, ni los Jueces de in 
Concejales y Autoridades adu 

ta! 
igi 
dc 

las 
cii 

)S, como 
istrucción 
linistrativ 
. . .--.L., 

6 de primera instancia, ni los 
.as de poblaciones donde no hu- 

hiere LudieÍncia 6 que no fuesen capirales de provincia; y se dudó desde 
entonces de la suerte que la Ley les hubiera deparado en orden á la 
conlpetencia y á la manera de proceder de los Tribunales que hubieran 
de juzgarlos en sus causas y procesos por todo linaje de delitos 6 por 
los que cometiesen en el ejercicio de sus funciones. Y 

Pero, en verdad, la duda no tiene gran fundamento. Proviene 6 ha 
nacido de una equivocada inteligencia sobre la extensión y alcance de 
la reforma. Se ha limitado ésta, en la materia que se examina, á . m s  
nizar el der-o, que en lo esencial no ha alterado con la re- 
ciente organización de la jurisdicción criminal, que por igual se lia atri- 
buido á las antiguas y las nuevas Audiencias. A esto queda reducida 
la dificultad; y esta sencilla advertencia ofrece la clave de su resolución. 
Antes de la prou~iilgacióii de dichas Leyes, el derecho procesal, en 
cuanto á competencia del Tribunal y manera de proceder el mismo en 
los indicados procesos, estaba contenido en la unidad de la Audiencia 
territorial. Después ha sido preciso dividir 6 distribuir los procesos, 
conforme á la nueva división territorial, entre las antiguas y las nuevas 
Audiencias; pero sin desnatiiralizar el derecho, sin crear odiosos privi- 
legios, sin producir antagonismos empiricos, quedando las causas suje- 
; á la misma manera 6 forma de procedimiento y los procesados de 
ial condición sometidos á Tribunales idénticamente constituidos y 
itados de facultades completamente uniformes. F 

Desciéndase al análisis de las prescripciones legales que motivan 
titud del nun- 

- 
hinpezanrio por 10s runcionarios aanliniscratlvos, respecto a los cua- 

les Iian sido menos frecuentes las dudas, es evidente que la Ley adicio- 
nal distinguió entre ellos en punto á competencia de sus causas, atribu- 
yendo expresamente á la Sala de lo criminal de las Audiencias territoriales 
las que se instruyeran contra los que ejercieren sus funciones en capitales 
de provincia, excepto los Gobernadores civiles, 6 en poblaciones donde 
hubiese Audiencia, por los delitos en el ejercicio de sus cargos. No hizo 
mención expresa de los de otras poblaciones, es cierto; pero tampoco 
necesitó hacerla, porque no exceptuándolos, quedaron comprendidos 
en la regla general del piirrafo segundo de su art. 4.O, según el que las 
Salas y Audiencias de lo criminal son competentes para.conocer de 
todas las causas por delitos cometidos dentro de su respectiva provincia 
6 circunscripción, que competan z í  la jurisdicción ordinaria, con excep- 
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ción de aquellas de que actualmente conoce el Tribunal Supremo y 
salvo lo dispuesto en dicha Ley orgfinica 6 en ofras especiales; é igual- 
niente quedaron comprendidos en la otra regla general del art. 14 de 
la Ley de Enj~icianiiento criminal, con sujeción á la que, fuera de los 
casos de excepción que expresa y entre las c~iales no se hallan los de 
tales funcionarios, es competente por regla general (núm. 3.0) para cono- 
cer de la causa y del juicio respectivo la Audiencia de lo criminal de la 
circunscripción en donde el delito se haya conletido. No comprendidos 
en la excepción, fue innecesario nombrarlos especialmente. Cafan den- 
tro de la regla general y ésta no necesitaba explicaciones ni adver- 
tencias. 

Quedó, pues, establecido y así ha de observarse, respecto á los 
Concejales y Autoridades administrativas, que de las causas contia los 
que ejercieren sus funciones en capitales de provincia, excepto los Go- 
bernadores civiles, 6 en poblaciones donde hubiere Audiencia, por los 
delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos, han de conocer las Salas 
de lo criminal de las Audiencias territoriales; y de las de los demds 
funcionarios del misino orden y por los mismos delitos, pero de otras 
poblaciones, las Audiencias de lo criininal; mas sin que esto afecte al 
derecho de tales funcionarios, soiiletidos Linos y otros S Tribunales de 
igual condición, ni pueda introducirse entre estos diferencia alguna en 
sil manera de proceder sujeta á reglas de perfecta identidad. 

En mayor número y con más empeño se han mantenido las dudas 
y cuestiones respecto á los Jueces y Fiscales municipales, Jueces de ins- 
trucci6n y de primera instancia. Para algunos, todos ellos continúan 
soinetidos á la regla establecida por la Ley orgánica del Poder ju- 
dicial, que no creen derogada ni modificada en este punto por las 
posteriores; y por tanto, bajo la jurisdicción y competencia de las Au- 
diencias territoriales. Otros han entendido que aquella regla fui dero- 
gada y sustituida por la del art. 4." de la Ley adicional, y en su conse- 
cuencia, que los citados funcionarios han quedado soinetidos á las Salas 
y Audiencias de lo criminal de igual manera que la generalidad de los 
ciudadanos. Contra la primera opinión pugna el hecho mismo de la 
creación de las nuevas Audiencias y de su jurisdicción, que resultaría, en 
tal hipótesis, disminuída y quebrantada con notoria infracción de la 
Ley. Opónese á la segunda la indiscutible realidad de la preexistencia 
del derecho de tales funcionarios, establecido en la Ley orglnica y no 
derogado por ninguna posterior. Por otra parte, habiendo10 mantenido 
expresamente la adicional para los funcionarios administrativos según 
queda demostrado, no puede admitirse, á no citar, lo que no es posible, 
una disposición expresa y terminante, que la misma Ley lo haya abolido 
para los funcionarios del orden judicial y del Ministerio fiscal. 

E1 único criterio justo, en resolucion de tales dudas, es el de la 
igualdad. Entiende por lo mismo esta I-iccalia que los citados funciona- 
rios conservan sil derecho, declarado en la Ley orgánica, porque 
ninguna otra posterior lo revoc? pero modificado á tenor de la nueva 
división jurisdiccional y del propio modo que lo ha sido expresamente 
el de los funcionarios administrativos; y por tanto, que al igual de éstos 
han de conocer de las causas y procesos contra Jueces y Fiscales mu- 
nicipales, Jueces de instnicción y de primera instancia de poblaciones 
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ueren capitales a e  provuicia 6 donde hubiere Audiencia ae  io cri- 

niina' , las Salas de las territoriales; y de las de los mismos funcionarios 
de las demás poblaciones, las Audiencias de lo criminal. 

Además del recto sentido de la Ley, se satisfacen con esta solución 
las razones de congruencia en casos idénticos, .y las del esptitu y obje- 
to de las dispc mismas di licación se trata. Sería irregu- 
lar y anómalo, 1, que de de un Concejal de capital de 
provincia conc iudiencia 1, y de :a de un Juez de pri- 
mera instancia ae  ia misma pobiacion ia de lo criminal. Se frustrarfa 
además, con cualquiera otra solución, el propósito de la Ley sobre la 
materia, que no ha sido el de crear privilegios personales, sino el de 
someter, como es justo, las causas conka Autoridades á Autoridad 
superior, sustrayéndolas de la localidad donde aquellas hut r- 
cido sus czrgos, tanto para salvar dificultades de relacidn )S 

y otros funcionarios, como para evitar el influjo de las pasioi 
Todavía debo hacerse otra advertencia para terminar este punto 

respecto á la índole de los delitos. Al determinar la Ley la competen- 
cia especial para los funcionarios administrativos, habla de los delitos' 
que éstos cometiesen en el ejercicio de sus funciones. Cuando establece- 
la regla aplicable á los del orden judicial y Ministerio fiscal, no distin- 
gue, y por consiguiente : absoluta . para toda 
clase de delitos. 

Así resuelta la cuest a, queda linar la re- 
lativa á la instrucción del sumario en tales causas, mas uelicada que 
aquélla y con diversidad de criterio discutida en algunos procesos. 

¿Ante quién ha de interponerse la querella? ¿A quién corresponde , 
la instrucción del sumario, á la Audiencia 6 al Juez de intrucción? Dis- 
chtese , como se ve, la aplicación que en tales casos deba darse al ar- 
tículo 303 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, que atrib~iye la forma- 
ción del sumario, por regla general, á los Jueces de instrucción, excep- 
tuando de dicha regla las causas encomendadas especialmente por la 
Ley orgánica á .determinadosn JS 

nombrar un Juez instructor esp el 
seguimiento del sumario. 

La referencia del articulo 5 la Ley orgánica ha de entenderse ya 
extensiva á la orgánica lromulgada después de la de 
Enjuiciamiento. 

La duda se refiere 5 :ias , esto es, lo mismo á las 
Salas de lo criminal de las rerriroriaies que á las Audiencias de lo cri- 
minal. 

Y han surgido de la misma confusión .o al punto 
de la competencia. En todos esos casos, el lribunai competente es el 
Tribunal .determinadon de que habla el párrafo segundo del art. 303 
de la Ley de Enjuiciamiento criminal. Afirmando el criterio de que lo 
alterado es la división jurisdiccional, mas no el derecho de los Tribuna- 
les, ni el de los funcionarios, ni la manera de proceder, la duda se 
desvanece. 

Una sencilla observación ba usticia del 
criterio adoptado. ¿Ante quién ha~ r l a  ae  se ia querella contra 
un Juez de instrucción? No es creíble que haya ocurrido ni ocurra d nadie 

~ d r á ñ  éstc 
-¡o para 
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que debiera serlo ante la misma Autoridad, en tal caso representad8 
por un sustituto 6 suplente del querellado. Sin duda se presentarfa ante 
la Audiencia competente. De igual manera deberá procederse tratándo- 
se de otras Autoridades 6 funcionarios de idéntica condición para este 
efecto. 

Co lta bajo otro punto de vista ilio, habrá 
de rec .ey no ha iniaginado crear derecho 
foral, i cipio de su igualdad y esta i distintos 
privilegios segun los pueblos de su aplicación, y en tai no iaeada nove- 
dad incurriría, si, en efecto, se procediese de un modo en las Audien- 
cias territoriales respecto á Autoridades de determinadas poblaciones, 
y de otro distinto en el mismo orden de procesos y contra las mismas 
Autoridades, cuando éstas lo fuesen de poblaciones de otra clase. 

Y como en estos procesos, en los promovidos contra Autoridades 
locales de poblaciones de orden inferior, así judiciales como administra- 
tivas, es en los que con mis frecuencia se ha empeñado la cuestión, 
cree deber terminar esta Rscalia, encargando muy especialmente 5 
los Fiscales que mantengan el derecho de tales f~incionarios, no menos 
dignos del amparo de la Ley, en su inalterable principio de igualdad, 
que los de poblaciones de mayor importancia. 

En todos los casos enunciados corresponde por igual á la Audien- 
cia la admisión de la querella, la declaracíón de procesamiento y en 
general la instrucción del sumario, de que s610 por delegación podrán 
entender los Jueces de instrucción. 

Si estos principios no fuesen aceptados en algún caso, los Fiscales 
cuidarán de interponer 6 preparar los recursos procedentes, á fin de 
que el asunto pueda ser sometido en debida forma al conocimiento de 
la Sala competente de este Tribunal Supre 

Dios guarde iluchos años. Madx 
SANTOS DE ISAS 

Agosto di 

t 
, Con justo motivo se ha alarmauo ia opinion ante el iiiimero ac cau. 

cas criminales terminadas por sobreseirniento en el pasado año de 1883 
Según los datos recogidos, aunq~te quizá no perfectamente depura 

dos, de 53.874 causas despachadas en dicho año, terminaron po 
'sobreseimiento 31.844 , y por inliibición , 6 sea por remision á los Juz- 
gados competences para fallarlas en juicio de faltas, 8.009. 

Ha surgido naturalmente la sospecha de si la desproporción notada 
entre el numero de causas fenecidas por sobreseimiento y el de las que 
terminaron en juicio oral y piiblico será debida, en parte, á defectos del 
nuevo sistema, en la organización de los Tribunales 6 en la manera de 
proceder, planteado en 1.0 de Enero de 1883. 

La comparación del resultado de dicho año con el de otros, de que 
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se conservan datos estadfsticos, no desvanece la sospecha; antes al 
contrario, induce á darle á primera vista cierta especie de probabilidad, 
que exige para su confirmación 6 rectificación más detenido y reflexivo 
estudio. 

En 1859, de 46.165 cansas sustanciadas fueron sobresefdas 18.52S; 
en 1860, de 46.920 lo fueron 18.095; en 1861, de 48.254 se sobrese- 
yeron 19.394, y en 1862, de48.288 terminaron de aquel modo 19.091. 

Sabido es que estos utilisimos trabajos estadísticos se suspendieron 
después de 1862. Restablecidos muy recientemente bajo forma más 
adecuada, no ha trascurrido aún tiempo bastante para apreciar resulta- 
dos; pero los datos á otros fines producidos y en diversa forma colec- 
cionados, referentes á los años de 1862 á 1883 , arrojan á corta dife~en- 
cia cifras aro~orcionadas á las de 18<o á 1862. asf como los de este . a  ., , 
corriente año van guardando relación numerica con los del pasado I 883. 
Es decir, que la proporción de sobreseimientos con la totalidad de sen- 
tencias, que mieñtras rigieron la antigua organización y procedimiento 
se matuvo en un 40 por IOO próximamente, se ha elevado en el primer 
año de ejercicio del nuevo sistema á una cifra de más de 73 por 100, 

verdaderamente aterradora. 
Aventurado sería, sin embargo, formar juicio definitivo por el solo 

resultado de estas comparaciones numericas. Los datos en que se apo- 
yan han sido recogidos con diversos intentos y se reiieren á épocas de 
distinta legislación penal: algunos exigirían quizá coniprobación; no se 
han ordenado todos bajo método uniforme; están por hacer, en fin, las 
debidas distinciones y clasificaciones; y en esta materia, como en todas 
las de observación, el no distinguir mucho es medio seguro de confun 
dirlo todo. 

Antes que formar juicios, que podrfan tacharce de precipitados, lo 
que importa es recoger, ordenar y clasificar los datos en que aquéllos 
puedan fundarse, satisfaciendo en este punto las legítimas exigencias de 
la opinión y de la justicia. 

Pero no puede desconocerse que, sea cual fuere la causa que pro- 
duzca la desproporción entre sobreseimientos y sentencias, la alarma 
siempre resultará fundada y de todo punto necesario el estudio de los 
defectos que la puedan ocasionar para acudir á su remedio. Si procede 
de gran número de hechos no constitutivos de delito ni de obligación 
de responsabilidades civiles exigibles en los procesos, la necesidad de 
la instrucción de tantos sumarios para llegar á un número relativamente 

, escaso de juicios que produzcan resultado positivo podrá representar 
prolijidades indispensables 6 útiles á la justicia en muchos casos; pero 
quizá también en otros molestias y daños que deban evitarse. Y si la 
desproporción se deriva del número de procesos en que averiguado el 
delito hayasido imposible descubrir á los delincuentes, 6 en que por el r e- 
sultado del sumario se hubieren declarado exenciones de responsabilida d 
criminal que exigieran con algún fundamento la apertura del juicio, en- 
tonces, aun no siendo considerable su número, la indole de los sobre- 
seimientos serfa bastante por si sola para justificar la alarma y recla- 
maria con urgencia para su remedio especialfsimas a t d n e s  , ya en el 
rigor del procedimiento, ya en su reforma. 

A dos fines, pues, debe aspirarse por de pronto: más próximo y fá- 
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cil el de nna constante vigilancia del Ministerio fiscal en todos los 
l '  sumarios para impedir con su celo que los culpables logren eludir la 
' acción de la justicia; inspección que esta Fiscalia se propon* ejercer, 

por su parte, en todos los casos, mediante la noticia que teudrá de los 
autos de sobreseimiento, luego que sean firmes para poder reclamar los 
procesos fenecidos en que se hubiesen dictado, si lo creyere oportuno: 
mis lejano y un tanto más dificil, aunque no penoso por cierto, el de 
acumular los resultados de la experiencia mediante una sencilla esta- 
dística dispuesta al intento, para que, conocidos de todos periódica- 
mente, puedan ser discutidos y juzgados, partiendo de su t 

para las reformas que hayan de intentarse. 
A esto se dirigen las instrucciones 6 reglas de la presente circular: i 

inspeccionar especial y señaladamente las causas criminales terminadas 
por autos, de ordiiario dictados fuera del juicio oral 6 sin haberse éste 

í 
abierto, que no son solamente los de sobreseimiento, sino también los 
de inhibición, los de rebeldia de los procesados frecuentemente, y los 
de extinción de responsabilidad criminal en muchas ocasiones, por cau- 
sas que no sean el cumplimiento de la condena 6 el perdón en los de- 
litos que sólo á instancia de parte pueden perseguirse. 

La sencillez de las reglas que se dictan y las notas 6 explicaciones 
que llevarán los modelos de estados hacen innecesarias advertencias de 
aplicación. 
1- No parecerán inoportunas otras de caricter más general sobre la 
conducta del Ministerio fiscal en relacidn á los autos 6 maneras de ter- 
minar los procesos por resolucion~ 
ciada en el juicio oral y público. 
r En los cacos llamados de inhibiuün, a que se rehere ei art. bzq ae  

la Ley de Enjuiciamiento criminal, ha de cuidarse con esmero evitar 
que, por equivocaciones en la cantidad, número 6 importancia de los - elementos constitutivos del hecho, se eluda 6 pueda eludirse la Ley 
penal, convirtiendo en falta el que fuera verdadero delito. 

I /  
En punto á sobreseimientos, aparte del cuidado de no resolver er 

sécreto cuestiones 6 responsabilidades que realmente exijan la publici 
dad del juicio, confundiendo en una misma solución de procedimientc 
cosas tan distintas, por ejemplo, como la de declarar si es 6 no menor 
de nueve años de edad el autor de un hecho criminal, 6 si una persona 
al cometer un homicidio obró 6 no en legitima defensa; aparte de estas 
distinciones que el celo del Ministerio fiscal procurará siempre tener en 
cuenta, por más que la Ley en su generalización necesaria hable en tér- 
minos absolutos de las exenciones de responsabilidad criminal, como 
uno de los motivos en que puede fundarse el sobreseimiento libre, cree 
oportuna la Fiscalia esta ocasión cle hacer pública una consulta recien- 

/ temente contestada sobre los efectos de aquella clase de sobreseimien- 
/ ' tos. Se preguntó por la Fiscalia de una Audiencia si podrfa abrirse de 
1 nuevo, por revelaciones que se estimaban importantes, un sumario que 

habla terminado por auto de sobreseimiento lihre. La contestación fud 
afirmativa; y asi debe entenderse por lo que al criterio del Ministerio 
fiscal respecta, siempre que lo justifiquen datos 6 revelaciones impor- 
tantes, salvo por supuesto el caso de prescripción. El auto de sobresei- 
miento libre no es ciertamente igual al de sobreseimiento provisional en 
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cuanto á ciertos efectos; pero tampoco lo es á la sentencia absolutoria 
para el de producir la excepción de cosa juzgada. 

1 
Pudo creerseinexistente elhecho que di6 inotivo alproceso, y sin em- 

bargo ser precisa una nueva investigaciónaute la presencia 6 el hallazgo 
del cuerpo del delito: pildo estimarse, por los datos primeramente re- 
cogidos, que el hecho no era delito; y esto no obstante producirse luego ' 

opini6n contraria por nuevas revelaciones y comprobantes dignos de 
inerito, como aconteció en el caso de la consulta; y aun en los sobresei- 
mientos por exención de responsabilidad, si bien con mayor rareza que 
en los otros, dado que han de decretarse en méritos de la indudable 
convicción que la Ley exige; no es absolutamente imposible en algiin 
caso el nuevo juicio en f~ierza de datos que destruyan los anteriores. 
De todas suertes, no debe ni puede subordinarse cuestión de esta im- 
portancia á apreciaciones de nomenclatura. Cuando el delito no ha 
prescrito, los datos de su existencia, luego que se ofrezcan 6 se encuen- 
tren, exigirán siempre la formación de sumario. Si antes se instruyó y 
quedó terminado por sobreseimiento, la cuestión estará reducida á sa- 
ber si al nuevo han de unirse los antecedentes del antiguo 6 habrá de : 
prescindirse de ellos, y á nadie podra parecer justa ni conveniente la 
adopción del último extremo. 
C Otra manera de terminación de los procesos hay, algo parecida á 
los sobreseimientos, que no lleva este nombre ni ha figurado segura- 
mente bajo este concepto en las estadfsticas hasta ahora formadas, que 
no deja de ser, sin embargo, de gran interés para la j~isticia por la fre- 
cuencia con que ésta suele ser eluuida por su medio. Reiiérese la observa- 
ción á las causas mandadas archivar por rebeldfa de los procesados. Que- 
clan en esta situacion hasta que ellos se presentan 6 son habidos; mas 

) lo primero es raro y lo segundo no siiele acontecer, el archivar 
procesos equivale de ordinario fi un olvido perpetuo de los mis- 
La opinión que quizá se alarmó ante la enormidad .del hecho que 
,rigen al sumario, al fin se pierde también y se extingue en el si- 

lencio del Archivo ; los perjuicios quedan sin indemnizar y la violación 
del derecho exigiendo tina reparación qu p n a  mal 1) - 
tiene. 

A este propósito debe recordar la Fiscalía lo ordenado en su Gucu- 
lar de 15 de Abril de 1878, habiendo de cuidar hoy los Fiscales de 
llevar el registro de rebeldes que entonces se encomendó á los Promo- 
tores, asi como de hacer alardes periódicos en que se reproduzca su 
recuerdo, comiinicindolo á las Autoridades á quienes sea debido, para 
poner de manifiesto, si otro fin no se logra por de pronto, la escasez 
de medios 6 de resultados en el auxilio que la justicia reclama para la 
persecución de los delincuentes. 
I También se extiende la inspección, que por las instrucciones de esta 
circular trata de organizarse, a los procesos terminados por extinción de 
responsabilidad criminal, fundada en cualquiera ,de las causas expre- 
sadas en el art. 132 del Cbdigo, excepto la zaR y la 6 sean el 
cumplimiento de la condena 6 el perdón del ofendido respecto á los 
delitos que no pueden dar lugar a procedimiento de oficio. En todas . 
las no exceptuadas conviene iijar mucho la atención, en primer lugar, 
para que la causa de la extinción de respousabilidad quede perfecta- 

iera se o 
-. 



62 

mente justificada, y en segundo para determinar p consignar el resulta- 
do positivo 6 negativo de la responsabilidad civil. 

/ 
/t..$ Y á este mismo fin, considerado el asunto bajo un aspecto general, 

interesa sobremanera recoger y ordenar los datos relativos á la restitu- 
ción de las cosas, reparación de los daños é indemnización de los per- 

j juicios que la responsabilidad civil comprende. Ha producido justa 
: alarma el número de procesos sobreseidos. Quizá no será menor la que 

produzca, cuando sea conocida, la cuantia de cosas no restituidas, de 
, daños no reparados y de perjuicios sufridos y no indemnizados por la 

comisión de hechos que hayan quedado impunes. 
, A reducir este número, en cuanto sea posible, deben dirigirse los 

esfuerzos del Ministerio iiscal. Conviene recordar al efecto que el C6- 
digo penal castiga las imprudencias temerarias, y exige también respon- 
sabilidades civiles subsidiarias en defecto de las criminales. Procure 
V. S. que tengan exacto cumplimiento las prescripciones de los artículos 
20,  z I y 581 del Código. A veces se califican de desgracias 6 casos 
fortuitos, á voz común, actos de imprudencia 6 de negligencia que de- 
ben ser sumariados y penados con arreglo á la Ley. En otras ocasiones, 
sea por la exención de la responsabilidad criminal, por el sobreseimien- 
to en cuanto á ella 6 por otras causas, las responsabilidades civiles sub- 
sidiariamente impuestas por el Código no se realizan con grave daño 
de la justicia y de los perjudicados. 

Tal vez el procedimiento en la adopcidn de sus fórmulas no provea 
siempre con Cxito á la realiiacion de principios, por otra parte clara- 
mente definidos en derecho; y para decidir si en efecto asi sucede y 
son por tanto necesarias reformas que armonicen la declaraciún del 
derecho con los medios de su realización, es preciso empezar por el 
conocimiento exacto de los hechos; que s61o puede lograrse por la co- 
lección, ordenación y clasificación de los datos que la experiencia su- 

. ministra. 
Para obtenerlos, 5 los fines indicados y sin perjuicio de las amplia- 

ciones 6 modificaciones que la práctica aconseje, se observarán por el 
Ministerio fiscal las reglas siguientes: 

1.n Se abrirá en esta Fiscalía un Registro de todas las causas cri- 
minales, excepto las que s610 pueden seguirse á instancia de parte, dis- 
tinguiendo las del antiguo y el nuevo procedimiento, 6 sea el anterio 
á la Ley de 14 de Setiembre de 1882, y el posteríor á ésta, que haya 
terminado, á contar desde igual día del corriente afio de 1884, así ei 
este Tribunal Supremo en los casos en que conoce en primera y única 
instancia, como en las Audiencias, por auto firme de una de estas 
clases: 

De inhibición. 
De sobreseimiento. 
De declaración de rebeldía de los procesados. 
De extinción de responsabilidad criminal por cualquiera causa de 

las comprendidas en el art. 132 del Código penal, excepto las señaladas 
en los números 2.0 y 5.0 del mismo, 6 por otras establecidas en Leyes 
especiales. 
2 z . ~  Los Fiscales de las Audiencias remitirán 6 esta Fiscalía estados 

conforme á modelo de las causas terminadas por auto fume de las clases 



anLcrIurmeiltL: Inuicauas en su respectivo territorio 6 circunscripción. 
Se comprenderán en un solo estado los correspondientes al periodo 

de 1.0 de Enero á 30 de Junio del corriente año, y en estados separa- 
dos las de los meses de Julio y Agosto. 

Unos y otros se remitirán á esta Fiscalía en el Setiembre 
próximo. 

3 .a Desde el mes dc n 
los 10 primeros dias dri Iiirs siguienre al comprenuiuo en el estaao. 
;r4.a Se llevará en cada Fiscalia un registro especial conforme á nio- 

e10 de los procesos niandados archivar por rebeldía de los procesados. 
De é l  se tomarán los datos iiecesarios para llenar en lo relativo á tales 
procesos los estados á qne se refieren las reglas anteriores, y por su re- 
sultado se formarán res mitirse á la 
Autoridad 6 Autoridad le  
1: respectiva demarcaci 
! ~ 5 . "  Lofliscales consuirarüu cuaiouier uuua que les ocurra soure -' 
cun~plimiento de que á la inayoi 
quede definiti servicio bajo plan 
iiiiiformes. -. 
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listas y examinadas las iviemorias remitidas por las liiscalias de las, 
..-..iencias territoriales á la de este Tribunal Supremo, en cumpli- 
miento de lo prevenido en el art. 15  de 12 Ley adicional á la provisio- h 4  e X L  .k L-> 
nal sobre organización del PoZéFjÜklicial, y. á fin de que estos trabajos 
se presten, en lo sucesivo, con la puntualidad debida y bajo método 
uniforme, que permita liacer de ellos con facilidad los extractos 6 re- 

mes que convengan, se observarán las siguientes instrucciones: 
Se considerarán extensivas á las Fiscalías de las Audiencias te- 

riales las instrucciones dadas a las de lo criminal, excepto en lo re- 
o á plazos, en la Circular de esta Fiscalía de 50 de Abril de 1883. 
a Los Fiscales de las Audiencias territoriales cuidarán de remitir 
Memorias á esta Fiscalía en el plazo señalado en el articulo citado 
i mencionada Ley, sin excusa ni pretesto alguno. 
a Este deber es personalisirno, y en ningíin caso pueden dejar de 
tarlo los Fiscales, salvo el de enfermedad. Aun en este caso, cuan- 
es sea posible, deberán remitir á esta Fiscalía una Memoria suple- 
taria sobre todos los puntos que para esta clase de trabajos exigen 4 
ey y las Circulares. Ni las licencias ni las traslaciones pueden ser 
vos para excusar el cumplimiento de este deber. Las licencias que 
vez pueden estar justificadas, durante el año judicial, no lo esta- 
al terminarlo, sino en caso de enfermedad, que las exigiese; para 
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el cual queda prevenido el modo como los Fiscales habrán de cumplir 
el deber que se recomienda: y en cuanto á las traslaciones, no sólo no 
pueden ser motivo para excusarlo, sino que necesariamente han de 
serlo para duplicarlo; pues en su caso, deben los Fiscales informar de 
los asuntos de la Piscalla de que salieron, por Memoria, relativa al tiem- 
po que hubiere transcurrido, que dejarán firmada á su sucesor, y de 
aquella 5 que hubieren sido destinados, en el tiempo y de la manera 
que está prescrito. 

4." Las Memorias abrazarán los siguientes puntos: 
1.0 Relación numerada de las consultas que sobre dudas 6 dificul- 

tades en la aplicación de las Leyes, señaladamente en la de Enjuicia- 
miento, hubieren hecho los Fiscales de las Audiencias de lo crin 'nal, 
y resolución que á cada una hubieren dado. 

2.0 Las que ellos mismos entiendan deber hacer A esta Fiscalfa, 
relacionirndolas y numerándolas por el orden de los articulos 6 dispo- 
siciones, objeto de consulta. 

3.0 Las reformas, numéricamente expresadas también, y con cita de 
los capitulos 6 articulos de la Ley á que se refieran, que su ciencia ó 
experiencia les aconsejaren como necesarias 6 convenientes, ya en la or- 
ganización, ya en el enjuiciamiento criminal. 

4.0 Igual expresión por números de los resultados de la gesti. fis- 
cal en los asuntos civiles, dividiéndolos en dos partes: una relativa á 
los asuntos de interés del Estado en que tuviere representación el Mi- 
nisterio fiscal; dando cuenta de su estado, si estuvieren pendientes, 6 de 
su terminación, si liubieren acabado en la instancia, durante el año judi- 
cial, con las explicaciones que estimaren convenientes, si el éxito no hu- 
biese sido favorable al Est~do;.y otra de los asuntos civiles, en que el 
Ministerio fiscal tiene intervención, expresando y numerando sus con- 
ceptos por el orden de la Ley de Enjuiciamiento civil y cualquiera otra 
que fuere aplicable, y dando razón de la observancia de la Ley en to- 
das ellas. 

5.0 Los estados y datos estadísticos que se preceptúan en las re- 
glas r.a, 2.a y 3.' de la mencionada Circular de 30 de Abril de 1883, 
con breve explicación de ellos, suficiente á demostrar la razón de cifras 
tí omisiones que lo reclamaren. 

5.' Los Fiscales de las Audiencias de lo criminal observarán estas 
mismas prevenciones, ademris de las prescritas por la Circular anterior- 
mente citada, en las Memorias que sin excusa ni pretexto habrán de re- 
mitir á los de las territoriales antes del 15 de Mayo de cada año. 

Dios guarde á V. S. muchos años.Madrid 1.0 de Setiembrede 1 8 8 4 . ~  
SANTOS DE ISACA.=S~. fiscal de Z8 !csudic??cin de ..... 
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<n algunas de las Memorias de las Fiscaiías de las Audiencias Te- 
riales remitidas á la de este Tribunal Supremo, en cumplimiento 
7 prevenido en el art. 15 de la Ley adicional á la orgánica del 

rouer judicial, se denuncia el hecho de que los testigos faltan á veces 
á la verdad y á la fe del juramento en el juicio oral bajo el seguro de 
la impunidad de su perjurio, que, en cierto modo, entienden sanciona- 
do por el art. 715 de la Ley de Enjuiciamiento criminal. 

Nada más extraño á la exactitud que la indicada apreciación del 
sentido y alcance de la prescripción legal que se invoca. 

El referido artfculo dispone que .siempre que los testigos que ha- 
yan declarado en el sumario comparezcan á declarar también sobre los 
mismos hechos en el juicio oral, s6lo habrá lugar ler 
contra ellos como presuntos auLores del delito 1% 
cuando éste sea dado en dicho juicio." 

Si, pues, el testigo ha declarado falsamente en el juicio, y de ello 
: convencimiento el Ministerio fiscal, por la sta 
ciaci6n de otros elementos de prueba, en obi fiel 
tido artfculo, deberá procederse contra aquel :or 
delito de falso testimonio. 
Vo contiene, por consiguiente, la Ley precepto alguno, ni adolece 
,misión interesante, que autoricen la impunidad de tal delilo ni que 
:uen al Ministerio iiscal á permanecer impasible ante su comisión. 
El caso dudoso para algunos puede ser otro, que de muy distinta 

manera debe formularse; es á saber: el de la contradicciún entre la de- 
claracidn del sumario y la del juicio. & Constituye por sí sola delito 6 
presunción de delito de falso testimonio? De ninguxa manera: ni aliorn, 

las lógicas exigencias del juicio oral y público; ni antes, cuando el 
go habia de ratificar su declaración en el plenario, lo cual suponía 
~sibilidad y la facultad de confirmarla, de rectificarla 6 de retrac- 

.--.J por completo. 
Lo que, en tal caso, ha de entenderse a mera contradicción 

o refutación de las declaraciones sumari ,onstituye por sí sola 
delito ni presunción de delito. Pero si, pc atos y comprobantes, 
se adquiere el convencimiento de que la retracración ha sido inspirada 
por la mala fe, y en ella se ha cometido la falsedad 6 el perjurio, la 
cuestión volverá á encerrarse en los términos del art. 715 , de cuya in- 
terpretación se trata; puesto que el falso testimonio resultará dado en 
el juicio. 

Si, por el contrario, el Ministerio fiscal, bien examinados los datos 
del proceso, creyese que la verdad ha sido declarada en el juicio, re- 
sultando imperfecta tí errónea la declaración del sumario, evidente es 
que ni se comete falso iio, ni hay motivo para proceso alguno 
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il concepto, ni tampoco para atribuir á la Ley deficiencias que, e 
:aso, no resultan justificadas. 
inalmente, tampoco proliibe la Ley que, dad; .adicci6n 

----.tando la falsedad de la declaración del juicio, pueaa 6 deba SI 
utilizada y estimada como elemento de prueba esa misma contradic- 
ción ni que haya de dejarse de tomar en cuenta en la causa de perjurio 
la declaración del sumario, aunque por si sola no sea bastante para dar 
por demostrado el cargo. 

De tal manera entendido el precepto legal, ni los falsos testimonic 
dados en causa criminal pueden auedar im~unes, ni el Ministerio fisc 
debe permanecer impasi61e ante ;u comisión, temor, evidentemei 
te infundado, de que el hecho no se repute delito. 

Y en todo caso, si se entendiere que entre la citada Ley, por lo que 
respecta á su declaración sobre este punto, y el Código penal, que 
define y pena como delito el falso testimonio dado e?z causa crinrmal, 
existe contradicción de preceptos, el Ministerio fiscal esta en la oblig 
ciún de sostener que la Ley de Enjuiciamiento criminal no ha derogac 
ni intentado ni podido derogar el Cúdigo penal, como se demuestr 
1." por la disposición final de aquélla, según la que han quedado d~ 
rogadas todas las Leyes, Reales decretos, Reglamentos y Fueros ante- 
riores, en cumzto contengan reglas de Eitjlticiatniento crirni7zaZI para los 
Jueces y Tribunales del fuero común; y 3 . O  por los terminos de la Ley 
de autorización de 11 de Febrero de 1881, publicada en 2 2  de Junio 
del mismo. 

Con arregl rincipios I S. 
sugieran su ili y celo, I la 
siempre qne, 5. su juicio y por los aatos aei proceso, resulte que se r 
cometido el delito de falso testimonio, en causa criminal, según lo de 
ne y castiga el Código penal. 

Dios guarde á V. S. muclios años. Madrid z de Setiembre de 1884.- 
SANTOS DE I C A S A . = ~ ~ .  Fiscal de la Ar~diencia de. .... 
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SUELTAS. 

ia la aplicación de los beneficios conce- NO c s k  

didb. pul l\sa u = L i r ; L "  uL y de Octubre de 1853, se consulta á esta O ~ ~ ~ ~ "  

Fiscalía acerca de si se puede utilizar un recurso gubernativo contra la C Z ~ = C I O ~ ,  

indicada resoluciór?. Ú el de queja, 
en rii caso, . Aunque el insfrascrito entiende que está vigente el Real decreto contra y a  

expresado y que, por lo tanto, deben los Tribunales tener en cuenta deA:z:n:is 
sus disposiciones en los asuntos á que puedan ser aplicadas, no encuen- ú %tia de 

tra medio legal alguno que pueda utilizarse contra una sentencia de '0cri'n'n31~ 

Audiencia 6 Sala de lo criminal, aparte del recurso de casacidn, 6 de 
----ja en su caso que, por los motivos y conforme al procedimiento es- 

ecido, permita oportunamente al Tribunal Supremo resolver sobre 
alidez de la sentencia. 
Madrid 26 de Setiembre de ISS~.=TRLNITAR~O RULZ Y CAPDEP~N. 

Al estudiar esta Fiscalfa cierto recurso de casación interpuesto Necesidad de 
contra una sentencia pronunciada por la Sala de lo criminal de una Au- ,"so, 
diencia, Iia observado con disgusto que, según resulta de dicha senten- heclios rI 

cia, por parte del Pisca1 se solicitó la apertura del juicio oral, se califi- juicio 
có y asistió á los debates del mismo, pero se renunció la prueba. 

Esto equivale á borrar las nuevas prescripciones legales, á dejar 
sin fuerza ni vigor la reforma del Enjuiciamiento criminal, ic volver al 
antiguo sistema de procedimiento inquisitivo y á confundir el sumario 
de entonces con el sumario de hoy y el supriniido plenario con el ac- 

- 

tual juicio oral. 
Al proceder de esa manera el representante del Ministerio fiscal no 

s610 se separó de las disposiciones legales vigentes, sino que obró con- 



tra touas iaa lIIbLrULLLUIICb ~ U F ,  Jesde 31 de Dicienlu~~ uc 1882, viene 
dando y repitiendo esta Fiscalfa, para que ajusten á ella su conducta 
los funcionarios del biinisterio público y entiendan y practiquen las 
reformas del Enjuiciamiento criminal conforme á su espfritu y letra. 

Madrid 31 de Octubre de ISS~.=TRINITARIO RUIZ Y CAPDEP~N. 

oluciones 
nponer d 

: á consit 
ición. 
ta Fiscali: 

4 ~~u~~ ,,y Devuelta una causa por el Fiscal solicitando la práctica de nuevas 
de'Alllli5terio llscal diligencias, y por consiguiente la revocación del ?uto dictado por el 

de I S , < ~ ~ I .  Juez de instrucción declarando terminado el sumano, la Audiencia no 
"'"""t" opinó coino el Fiscal y confirmó el indicado aiito. Mandada traer la 

er:ablecids 
e, causa zí la vista, con citación del Ministerio público, entendió su repre- 

arLiclilo 632 sentante, que no estaba en el caso de pedir ni el sobreseimiento, ni la de In 1.cy de 
a,,,,, apertnra del jucio oral en dicha vista (que era la establecida en el ar- 

c i n m i e n t 0 ~ -  ticulo 632 de la Ley de Enjuiciamiento criminal), limitándost T- 
niinnl y pedir 

.i nar una protesta por no haber sido estimada su indicada pet 
> 

sobreselmien- Esto produjo un conflicto sobre el cual fué consultada es 
to O la 1 1  

apertiira del que contestó en los terminos siguiente:: 
jiiicio nrnl .Si realmente procedia la práctica de algunas diligencias antes de 

dar por terminado el sumario, es evidente que pudo pedir el Fiscal qv 
se practicaran, aunque sin perder por un momento de vista el caráctc 
de meras diligencias preparatorias del juicio que alcanzan hoy las reft- 
rentes al período sumarial, y teniendo en cuenta que antes pudieron 
tal vez debieron pedirse al Juez de instrucción, mediante los derechc 
y aun los deberes del Ministerio fiscal en la inspección del sumario. 

Una vez pedidas las mencionadas diligencias, si la Audiencia no las 
estimaba procedentes, lo único que el Fiscal podía hacer era entablar 
los recursos que la Ley le concedia contra dicha resolución; y si tales 
recursos no prosperaban, entonces el deber del Ministerio publico, se 
reducía á respetar y obedecer los acuerdos del Tribunal, aun en el si 
puesto de que produjeran una responsabilidad que, por los medios 1 

. gales, y oportunamente, se pudiera 6 debiera exigir. 
No se ha podido, pues, por el Fiscal dejar de pediu 6 el sobrese 

'? miento 6 la apertura del juicio oral en la vista á que se refiere el a 
tículo 632 de la Ley de Enjuiciamiento criminal. 

La independencia del hIinisterio fiscal, la amplitud de atribucioni 
que las Leyes le conceden para el mejor desempeño de su dificil carg 
jamás autorizan á un Fiscal para no respetar las res 
bunal, ,yhasta rebelarse contra ellas, tratando de in 
sus cpiniones, por fundadas que éstas puedan ser. 

Si como parece ~ógico, en el caso de que se trata, procede ia 
apertura del juicio oral, evidente es que puede el Fiscal pedir que se 
practiquen como pruebas, en el mismo, todas aquellas diligencias que, 
siendo pertinentes, :e negaran para el periodo sumarial." 

Madrid 2 de Noviembre de X~~~ .=TRINITARIO RUIZ Y CAPDEP~N. 
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4 esta Fiscaiía se han dirigido las dos consultas siguientes: NO está 
obligado 

el Bltnisterio 

PRIMERA. 
fiicnl 

P A praniover 
el nntejuicio 

coa~i$o haya 
¿Está obligado el Ministerio fiscal á promover el correspondiente deejercitar 

antejuicio en los casos en que haya de ejercitar alguna acción para aEyg'$p 
exigir la responsabilidad criminal á los Jueces y Magistrados por delitos 12 

con1 el ejercicio de su: :S? respoiisxbili- 
dad criinirial 
d IosJueccs 

etidos en j funcioni 

iEGUND.4. 

I la opción 

r Los proce ne 6 lo prescrito en el p6rr: que concede 
la P & T ~ O  2.' 

regla 4.a del I de Setiembre de 1882, c ior de In 

determinado pruccuimieiiw, élmeden después, en el caso de Que Dor la 
práctica de diligencias continua nario la i ~ t a  Real decrcto 
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Respecto á la primc Fiscalía opina que no es necesaria la otra iiueva. 

celebracióii del antejui do el Ministerio público ejercite una 
accidn de las expresa& Jueces 6 Magistrados. 

Cierto es que, al aplicarse las disposiciones de la Ley de Enjiiicia- 
miento criminal de 1872, se dudó acerca de este punto; que al efecto 
se promovió un expediente en esteTribuna1 Supremo y 2 propuesta de 
esta Fiscalía, se resolvió por Real orden de 12 de Octubre de 1876 

inicamente debía preceder el antejuicio cuando la ac ial 
ercitaba por parte privada. .. .ierto es también que esa resolución al compilarse las d i iL ,u s i~ i~~es  
Snjuiciamiento criminal, se convirtió en el art. 764 de dicha Com- 

pilación, y que luego al publicarse la vigente Ley de Enjuiciamiento no 
se lia conservado la redacción de dicho articulo, estableciéndose sólo 
en el 778 (que es el último de los que constituyen el Título destinado 
a tratar del antejuicio) que el Ministerio fiscal no estará sujeto á las 

)siciones relativas á fianzas )n 
1 contra Jueces 6 Magistrac 
' precisamente por esos mo na 

esta consulta. 
Mas, á pesar de lo anterior, este Miuis ia en la forma anun- 

ciada por las consideraciones siguientes: 
I . ~  La razón que indudablemente tuvo la Ley orgánica .del Poder 

judicial para exigir que precediera un antejuicio en los casos en que 
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nuuierd de tratarsc uc id responsabilidad cfiminal de Jueces y LvLa5L.- 

trados, sólo puede existir refiriéndose á particulares lastimados por una 
resolución judicial. 

Previsora la Ley, quiso escudar á los Joeces y Magistrados contra 
todo espíritu de venganza que pudiera hacerles objeto de un proceso 
criminal, y por ello dispuso, que cuando se hubiera de exigirles la res- 
ponsabilidad criminal, debiera preceder un antejuicio en que se decla- 
rara si había 6 no lugar á proceder contra ellos. 

Esta garantía es innecesaria tratándose del Ministerio fiscal que no 
ha de dejarse influir por malas pasiones, ni moverse por intereses bas- 
tardos, y si únicamente por los deberes que le imponga el iinparcial y 
severo desempeño de su cargo. 

2.a No debe estar obligado el Ministerio público á someterse al 
antejuicio indicado, y con efecto no lo está como demuestran las inis- 
mas disposiciones de la Ley orgánica del Poder judicial, que continiian 
vigentes y que son las que principalmente deben ser consultadas al 
tratarse de este punto. ' 

Establece el art. 246 de dicha Ley, que el juicio de respor 
criminal contra los Jueces y Magistrados sólo podrá 'incoarse 
medios. 1.O En virtud de providencia del Tribunal competente. 2.- A 
instancia del Ministerio fiscal. 3." A instancia de persona hábil para 
comparecer en juicio en uso de derecho que da la Constitución. 

Claro es que cuando el juicio se incoe por providencia del Tribunal 
competente, no habrá precedido el ante juicio,.^. claro es también que 
otro tanto debe suceder cuando se promueva a instancia del Ministerio 
iiscal; y tanto es así, que aunque no parecía preciso, la misma Ley en 
su art. z g S  concreta la necesidad del antejuicio al caso 3 . O  del art. 246. 

De suerte que la citada Ley, al introducir esa preparacisn del indi- 
cado juicio, tiene en cuenta que éste puede incoarse por tres medios, y 
s610 expresamente lo exige al tratarse del caso en que se promueva 
por parte legitima. 

La Ley orgánica del Poder judicial, llamada en primer término á es- 
tablecer todo lo relativo al ~ersonal de los Tuzgados Y Tribunales, á 
determinar la forma y condGiones del nombrarñiento d e  los Jueces y 
Magistrados, á recordar sus derechos y deberes, se ocupa, con perfecta 
pertinencia, de la responsabilidad de los mismos y ordena la manera 
de poderla exigir en los casos en que el Código penal la de í íe  y en 
vista del derecho que reconoce á todo espafiol lo mismo la Constitu- 
ción de 1869 que la de 1876. 

Estando, pues, vigentes las prescripciones de la citada Ley en todo 
en cuanto no han sido modiiicadas posteriormente, y habiendo visto que 
por la Compilación del Enjuiciamiento criininal no se ha producido no- 
vedad en este punto, resta sólo examinar las disposiciones de las Leyes 
vigentes, tanto de Enjuiciamiento criminal como de la adicional á la 
Orgánica referida. 

3." En los articulos 757 y siguientes de dicha Ley de Enjuicia- 
miento se trata del antejuicio en cuestión, se fijan sus trámites y solem- 
nidades y se establecen las reglas por que ha de regirse, pero nada se 
dice que directa ni indirectamente revoque 6 modifique lo ordenado 
en la Ley Orgánica. 
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ntrario, si se estudian los té1 que se halla redac 

do aicno art. 757, se ve claramente que no alcanzzn ni comprenden ai 
Ministerio fiscal, reiiriendose sólo al particular, al español que no esté 
incapacitado para el ejercicio de la acción penal, y seguro es que no 
puede incluirse en esa denominación al Ministerio público, que jamás 

onfunde para estos efectos con el individuo, á 610 por tan- 
es aplicable en ese sentido el dictado de españ ~pacitado. 
Confirma esta opinión lo dispuesto en los otro 1s de la mis- 
Ley que siguen en orden al 757. Con efecto; la exigencia de que el 

escrito promoviendo el antejuicio lo firme un letrado, de que oportuna- 
mente se pase al Fiscal, de que éste sea parte en el antejuicio, es toda 
inaplicable y seria incomprensible si se refiriera á este Ministerio. 

Después de la anterior, no es licito creer lo contrario, porque en el 
:u10 778, tratándos fianzas, se diga únicamente que 
linisterio fiscal no disposiciones relativas á esos 
tos, mayormente c u10 cuida de expresar que su 

prevención es para el caso en que ei citado Ministerio utilice alguna 
acción penal contra Jueces y Magistrados. 

La mente 6 propósito de la indicada disposición resulta con bastan- 
te claridad al fijarse en sus términos, que demuestran que aquella se 
encamina á proveer lo que estima procei el 
Fiscal ejercite la mencionada acción pen, 

Y 4." El art. 67 de la Ley adicional ce: 
.Se declaran vigentes y aplicables á los Juzgaaos, lriounaies y runcio- 
narios á que hace referencia esta Ley, en cuanto no se opongan 5 las 
prescripciones de la misma y sean pertinentes, todas las demás de la 
Ley sobre organización del Poder judicial que no hayan sido derogadas 
A 7-edificadas por otras posteriores, y vengan aplicándose desde su 

licación." 
Cousecue ión 
:ste punt iisposiciones 

antes mencionaaas, y segun las mismas es evidente que el Ministerio 
fiscal no está obligado r( promover el antejuicio cuando haya de uti- 
lizar alguna acción penal contra Jueces y Magistrados. 
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La segunda cuestion consultada se resuelve racil y sencillamente -- 
concepto de esta Fiscalía. 

Una vez determinado el procedimiei ha de si! na 
causa, mediante la opción que han hec rocesado I ue 
---7tarlo; y tanto en el período sumarial, LUUU tín el pleiidriu U t.11 el 

o oral, en sus respectivos casos, se iinpone la necesidad de aplicar 
le luego las reglas y prescripciones que han de observarse, no sien- 
por lo tanto, admisible que después se consienta una nueva opción, 

que adeinás ofrecerfa dificultades graves y significarfa unos canlbios de 
procedimiento que, más 6 menos indefinidamente, producirfan retrasos 
y perjuicios á la buena administración de justicia. 

Madrid 5 de Novieinbre de I~S~.=TRINITARIO RUIZ Y CAPDEPON. 
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el art. 650 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, límiLrriiuubc á la cali- 

del ~~d~~~ ficaci6n legal de los hechos piiiiibles como constitutivos de un delito, 
PC~I=I sin necesidad de precisar el articulo del Código que defina y pene el 

que definan . 
indicado delito, el infrascrito entiende que es de iiluy fácil solución esa 

losl1cchos duda, que realmente no ha podido encontrar verdadero fundamento en 
LO"SLLtlltlVOE 

d e d e i i t o s  la Ley citada. 
en lar 

escrito> de 
El Ministerio fiscal no cumpliría con su deber si se circunscribiera 

ca~ificacioii. á considerar la existencia de un delito por sólo su nombre 6 naturaleza 
legal, siendo indispensable la expresión del articulo del Códig 
dicho delito se halle comprendido. 

De otra suerte, sería imposible cumplir con lo prevenido I 

mero 5.0 de dicho art. 650; ni en numerosos casos, como suceaeria 
tratándose de delitos de robo, hurto, estafas, lesiones, etc., seria has- 
tante la calificación que se redujera á consignar la existencia de un de- 
lito por su nombre genérico, siendo indispensable especiiicarlo 6 deter- 

7, como dice la Ley, para que resulte deslindada la extensión de 

o en que 

~nsabilid: 
drid 15 d 

rd de sus 
e Novierr 

autores. 
ibre de r 

Debe La reincidencia de un procesado que no resulta de la hoja del Re- 
apreciarse la gistro Central, pero aparece por certificaci6n de la Audiencia que im- 
reinctrlcncia, 

PUSO la primera condena, ¿podrá ser estimada por el Fiscal al determi- 
q1Lc=a In nar las circunstancias que agravan la responsabilidad criminal? 

prttebn por 
conste. En concepto de esta Fiscalía es indudable que resultando acreditada 

la reincidencia, cualquiera que sea la prueba de la misma, no es posible 
dejar de estimarla al fijar la responsabilidad que pueda caber al proce- 
sado, porque no hay razón legal que supedite el criterio judicial ni 
fiscal á la existencia de una prueba especial ni en ot 
alguno. 

Madrid 16 de Novieir 8S3,=Tx Ruu Y C 

. en este 

UNfTARIO 

.so punto 

:APDEP~N. 



Consultada esta FiscaUa sobre si procede la apertura del juicio oral M Tribunal 
que solicite el acusador privado cuando el Ministerio fiscal opine por Co:sy,",":'" 
el sobreseimiento provisional, entiende que ya en la Exposición que di- si procede 

rigió este Centro al Gobierno de S. M. en 15 de Setiembre último y en $z':y';a 
la Instrucción núm. 2 5  de la misma, dijo lo bastante para que se pu- a;;;;:;$ 
diera considerar fuera de duda el punto consultado. en el caso 

Efectivamente, allí se consignó lo siguiente: Cuando se trate de en que 

determinar si la acción penal está suficientemente preparada y si se ha " ~ $ "  
de ejercitar 6 no, abriendo el correspondiente juicio, entonces, en acusador 

ambos casos, el Ministerio fiscal, dentro de su conciencia, indepen- ,"fd, 
dientemente, pero bajo su propia responsabilidad, obra como estima diit intama 

acertado, y no se limita á proponer, sino á resolver, salvo cuando haya 'le". 

un acusador privado que opine de distinto modo, en cuyo caso el Tri- 
bunal puede y debe decidir y fallar con plenitud de facu1tades.D 

Lo anteriormente transcrito viene á resolver la consulta de que se 
trata. 

Cuando la acciún penal se ejercite s610 por el Ministerio público, se 
comprende que sea atribucióndel mismo la de determinar si puede 6 no 
utilizarla en el correspondiente juicio, y hay, .por lo tanto, fundamentos 
bastantes para su apertura, 6 ,  por el contrario, no es ésta posible y se 
necesita sobreseer. 

Mas cuando esa acción tiene otro representante particular, ha de ser 
éste oido, y si en virtud de las razones que exponga entiende el Tribu- 
nal que debe acordar la entrada en el juicio, aunque el Ministerio pú- 
blico sea de otra opinión, es indudable que aquél reune la plenitud de 1 

facultades necesarias para resolver esta cuestión en la forma que le pa- 
rezca justa. 

L . I 
El Ministerio fiscal no puede ser juez ~nducta del acusador 

privado, y el Tribunal es el único llam. cidir respecto de las 
pretensiones de las partes acusadoras. 

Resuelto el caso en el sentido de la apercara del juicio oral, si el ' 
Fiscal no encuentra medios para acusar, no por eso dejará de existir ; 1 
verdadera contienda judicial entre la acusaciún particular y la defensa, 
fn*.v.ndo el Ministerio piiblico la actitud qiie sus convicciones le im- 

gan. 
Madrid rg de Noviembre d Lro Rurz Y CAPDEP~N. l 
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La\Sa1- E1 Fiscal del TribiiLbaL uu,,Auuu FIIIICuuc L,uc es de y y Audiencias 
de lo crixittsai de verdadera importancia para la administración de justicia recordar el 

=la" debido cuinplimiento de ciertas disposiciones de la Ley de Enjuicia- encargadas 
de cuidar de miento criminal relativas á la ejecución de las sentencias en general y 
la ;tc;p particularmente á las en que se imponga la pena de muerte. 
sei>teiici.is El art. 985 de la indicada Ley dispone que la ejecución de las se1 

;",g';:krr tencias en causas por delito corresponde al Tribunal que haya dictad 
mente de las la que sea iirme, exceptuándose, por el 986, la sentencia que dicta ' 

en que se 
imponea Sala segunda de este Supremo Tribunal á continuación de la de casa- 
ia pena ción, la cual se ejecutará por el Tribunal que hubiese pronunciado la 

de miierte. sentencia casada, en vista de la certificación que al efecto le remitirá la 
referida Sala; y el art. 987 de la misma Ley establece que cuando el 
Tribunal á quien corresponda la ejecución de las sentencias no pudiese 
practicar por si inismo todas las diligencias necesarias, comisionará al 
Juez del partido 6 demarcación en que deban tener efecto, para que 
las practique. 

E$o sentado, tiene hay Aud 
entiende que, cuando pi motivo 
ofrece dificultades la ejecucion ae una sencencia, a pesar de ( 

haya de cumplir en la misma capital en que aquella reside, esta en ei 
caso de imposibilidad á que Unicamente se refiere el repetido art. 987, 
y que puede comisionar al Juez de instrucción para la práctica de todas 
las diligencias necesarias de la ejecución de las sentencias. 

No cree el Fiscal que tenga ta ~ c e  la excepción establecida 
en el citado art. 987, porque entc dria á dejar, casi en absoluto, 
á discreción de la Audiencia si 1- o de cumplir por si misma la 
sentencia. 

La Ley habla s6lo de cuando la Audiencia no pueda practicar por 
sí misma todas las diligencias, y mientras no exista una verdadera impo- 
sibilidad por tener que efectuarse algunas en punto distinto al de la 
residencia del Tribunal, no cabe dejar de practicarse aqiiéllas ante la 
Audiencia sentenciadora. S610 cuando se ofrezca esa imposibilidad ma- 
terial, y limitando sus efectos á aquellas diligencias que se encuentren 
en ese caso, podrd la Audiencia comisionar al Juez del partido en que 
deban efectuarse para que éste las practique. 

Ahora bién; esto, que reviste un carácter general, es de mayor inte- 
rés tratándose del cumplimiento de las sentencias en que se imponga la 
pena de muerte. 

Para entonces se ha consignado en el art. 989 de la Ley referida 
que la Sala del Tribunal Supremo no remitirá la certificación hasta que 
el Ministro de Gracia y Justicia haya acusado el recibo del informe de 
que se trata en el art. 953 de dicha Ley; y añade el citado art. 989 que, 
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ejecutada que sea la pena de muerte, se extenderá en los autos diligen- 
cia por el Secretario que hubiese asistido á ella, dándose conocimiento 
inmediatamente al Ministerio de Gracia y Justicia y al Tribunal Su- 
premo. 

A lo anterior se reduce lo dispuesto en la vigente Ley de Enjuicia- 
miento criminal relativamente á la ejecución de la sentencia en que se 
imponga la pena de muerte. 

De modo que en su caso es aplicable lo prescrito en los arts. 985 
y 987, como si se tratara de otra pena cualquiera. Siempre ha de ser . 
la Audiencia, como Tribunal sentenciador, quien ha de ejecutar lasen- 
tencia, sin más limitación que la determinada en el art. 989 en cuanto 
á deberse esperar el acuse del recibo del informe referido en el art. 953 
de la expresada Ley. 

Es consecuencia de esta afirmación , que resulta clara y terminante 
en la disposición legal antes citada, que el Secretario que ha de asistir 
á certificar sobre la ejecución de la pena de muerte, ha de ser el de la 
Audiencia sentenciadora. 

La Compilación general de las disposiciones aplicables al Enjuicia- 
miento criminal contenía los artículos 965, 966, 967, 968,, 969, 970, 
971 y 972, que determinaban la hora en que debía notificarse la sen- 
tencia en que se impusiera ka pena de muerte; la traslación del reo al 
local llama'do de la capilla; lo que se podía 6 no hacer en ésta; cuándo 
había de ser aquél conducido al patíbulo; que el Juzgado de primera 
instancia, si lo hubiere en el pueblo donde se ejecutase la sentencia, y 
en otro caso, el municipal, estuviera constituído desde la salida del reo 
de la cárcel hasta que se diera cuenta de haberse llevago á cabo la 
ejecución; que debía acompañar' al reo, además de la escolta conve- 
niente, el actuario 6 Secretario y el alguacil á quienes se diera comisión 
al efecto, los sacerdotes que liubieren de asistirle en sus últimos momen- 
tos y los individuos de determinadas corporaciones que lo solicitaren; 
que concluida la ejecución se extendiese en los autos diligencia por el 
actuario 6 Secretario que hubiese asistido á ella dándose conocimiento 
inmediatamente al Tribunal Supremo, y que el cadáver del ejecutado 
despu6 de trascurrir el tiempo en que deba estar expuesto con arreglo 
al art. 104 del Código penal, se entregase para que se le diera sepultura 
á sus parientes 6 amigos, si lo solicitaren, 6 en su defecto á los indivi- 
duos de las corporaciones religiosas antes indicados, y no habiéndolos 
en el pueblo, el Juez cuidaria de que inmediatamente se sepultara, ex- 
tendiéndose en los autos diligencia expresiva de los hechos. 

No se han insertado en la vigente Ley de Enjuiciamiento criminal 
esas dispcsiciones, que han quedado derogadas por la final de la citada 
Ley, de suerte que para la ejecución de la pena de muerte sólo tienen 
eficacia legal en la actualidad los artículos 102 y siguientes del Código 
penal y el 989 en relación con el 985 y 986, en su caso, de la referida 
Ley de Enjuiciamiento criniinal. - 

Conforme, pues, á las prescripciones legales antes expresadas es l a  
Sala 6 Audiencia de lo criminal la encargada de intervenir en la ejecu- 
ción de la pena de muerte y no el Juzgado de instrucción, salvo úni- 
camente el caso en que dicha ejecución se verifique fuera de la pobla- 
ción que sirva de residencia á aquel Tribunal, que entonces habrá éste 



de comisionar al Juez del partido 6 demarcación en que haya de cum- 
plirse la sentencia; y es por tanto, según antes se ha indicado, el Secre- 
tario dela Sala 6 Audiencia de lo criminal quien debe asistir á presen- 
ciar la ejecución y certificar de ésta, cuando dicho Tribunal intervenga, 
y el del Juzgado en el caso excepcional en que éste puede ser comisio- 
nado por la citada Audiencia. 

En los términos expuestos quedan Kjadas la inteligencia 
ción que exigen las claras prescripciones legales que se han mer 

Madrid 26 de Diciembre de ~ ~ ~ ~ . = T R I N I T A R I O  RUIZ Y Cnruaruiu. 

Jndemniza- En punto á indemnizaciones de testigos se han consultado las dudas 
csones d. 
lestipo, siguienfes:=~.a Si los testigos indemnizables son únicamente los veni- 

Y peritos. dos al juicio á instancia del Ministerio fiscal 6 lo son también los de las 
demás partes, sobre todo si éstas los hacen venir por citación de ofi- 
cio.=z.a Si los testigos indemnizables son únicamente también los 
braceros 6 jornaleros, 6 toda clase de testigos sea la que fuere su posi- 
ción social 6 modo de vivir, si bien la base reguladora de la indemni- 
zación ha de serlo siempre el precio de los jornales.=l.a Si se ha de 
indemnizar tanto á los testigos forasteros como á los vecinos del lugar 
donde se celebre el juicio, puesto que los dispendios, quebrantos 6 
perjuicios á que la idea de la indemnización responde no son los viajes 
sus únicas causas.=4.' Si se ha de indemnizar también á los peritos, in- 
dependientemente de su derecho al percibo de honorarios. 

En cuanto á la 1.a no distinguiendo coiilo no distingue la Ley entre 
los testigos presentados por el Ministerio fiscal y los que lo f~~e ren  á 
instancia de las demás partes, en punto á la indemnización á todos de - 
bida, no cabe que en la práctica se introduzcan tampoco distinciones 
sobre el particular. 

Respecto á la 2.a: diciendo como dice la Ley de un modo claro y 
terminante en el párrafo 2.0 del art. 722  que para fijar la indemnización, 
~inicatltenft se tendrán en cuenta 10,s gastos del viaje y el importe de los 
jornales perdidos por el testigo, parece ociosa toda cuestión que tienda 
á averiguar la clase social del testigo indemnizable. 

Por lo que á la 3.a se refiere, el mismo articulo antes citado distin- 
y e  claramente los gastos del viaje, de los jornales perdidos. Serán, 
pues, necesariamente acumulables cuando ambos existan; y habrá lugar 
al abono por uno solo de dichos conceptos, cuando existiere uno solo. 

Y por lo concerniente á la 4.a, la disyuntiva establecida, por el ar- 
ticulo 465, al prescribir que los peritos tendrán derecho á reclamar los 
Iwnora~ios 6 tndetnnizacimzes que sean jz6sins, declara terminantemente 
que podrán percibir una cosa U otra, pero no ambas á la vez; enten- 
diendo, sin dilda la Ley, que en íos honorarios podrá comprender el 
perito, como partida 6 elemento para lijar su cuenta la indemnización 
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;astos 6 perdidas; 6 que al fijar La &rdeVZ?lk?~cibn, si prefiere esta 
oa, habrá de tener i sus honorarios. 
Todo esto lia de e :, sin perjuicio de los 
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supuesto, el Ministerio nscai, creyeren procedentes en justicia; puesto 
que sólo las resoluciones de ésta, dictadas en forma legal pueden cons- 
tituir jurisprudencia. 

Madrid 4 de Abril de I ~ ~ ~ . = S A N T O S  DE ISASA. 
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cnmpetenci~ Cuando el requerimiento de inhibición se diriac a un iucA LLC 1x1 

trucción ¿debe este, antes de resolver, oir 
Autorid?des 

a- 
de diinnta mente darle cuenta de lo resuelto, para q 1 0  

o r h .  - los recursos que estime procedentes? 
?\rt El arl. 51 de la Ley de Enjuiciamiento criminal dispone que, res- 

(znragoza.) pecto de las competencias que la Adrninistraci6n suscite contra los 
Jueces 6 Tribunales de la jurisdicción ordinaria, se estará á lo dispues- 
to en la sección 4.", tít. 2.0, lib. 1.O de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
que á SU vez consigna en su art. r r  7 el precepto de que las competen- 
cias positivas 6 negativas que la Administración suscitare á los Jueces y 
Tribunales de la jurisdicción ordinaria se sustanciarán y decidirán en la 
forma establecida por las Leyes y Reglamentos que la determinen; con 
lo cual se hace preciso acudir á la Ley de régimen y gobierno de 1 
provincias de 25 de Setiembre de 1S63, en cuyo art. 55, entre otrc 
se establece como necesaria la audiencia del Ministerio público en est 
cuestiones, antes de ser resueltas por el Juez 6 Tribunal requerido. 1 
podía ser de otra suerte, estando atrihuído al Ministerio fiscal por la 
Ley orgánica del Poder judicial en su art. 838, niim. 5.0, el deber de 
sostener la integridad de las atribuciones y competencia de los Jueces 
y Tribunales, defendiéndolas de toda invasibn, promoviendo cuestiones 
de competencia, é impugnando las que indebidamente se promuevan. 

Consultados los referidos textos legales, la Fiscalía entiende que en 
caso de un requerimiento de inhibicZ6n formulado por una Autoridad 
administrativa, debe el Juez de instrucción oir el parecer del Minister' 
piiblico antes de resolver, remitiendo al efecto al Fiscal un testim 
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nio literal del requerimiento en la forma prevenida en el articulo 306, 
párrafo 2.0 de la Ley de Enjuiciamiento criminal para la inspección del 
sumario, y exponiendo aquél su dictamen en atenta con~unicación diri- 
gida al Juez requerido. 

¿Deben ser corregidas por la Sala, en la sentencia, las cometidas Faltni 

por el que no sea procesado, 6 por el contrario debe reservar su ins- 'c!:,?:: 
trucci6n 6 conocimiento al Juez competente en el juicio que corres- eneljiiicio. 

ponda? - 
Art. r+e 

Jhda la redacción del art. 142, párrafo 5." de la Ley de Enjuicia- de ~ X L C Y .  

miento criminal, no puede caber duda de que las faltas incidentales co- (BL"gOF.) 

metidas por los procesados, han de ser penadas en la sentencia que la 
Sala dicte como término del juicio oral de que conozca. Pero la Ley 
nada previene en cuanto á faltas cometidas por persona distinta del 
procesado: por lo cual, respecto de éstas, se debe pasar el tanto de 
culpa al Juez instructor 6 a1 municipal, se- los casos, para los efectos 
que correspondan. 

man 

Cometido cierto delito y aprehendido un sujeto que dijo ser y iia- ld,.,;d,d 
marse como uno de los autores de aquél, Ueg6 el caso de la apertura del 

del juicio: la defensa de los procesados en su escrito de conclusiones se 
conformó con la acusación, y al ir á obtener la ratiiicación de dicho Art 368. 

procesado, dijo este no ser la persona que se creía. ~ Q u d  se debe ha- (Za"gO" a) 

cer en caso semejante: continuar el juicio respecto de los demás, for- 
do pieza separada para el q ulta identificado, 6 continuar 
icio en cuanto á todos? 
21 art. 746 de la Ley, resuelve la duda al disponer que pueda 

suspenderse el juicio, según su párrafo 5.": ucuando revelaciones 6 
retractaciones inesperadas produzcan alteraciones sustanciales en los 
juicios, haciendo necesarios nuevos elementos de prueba 6 alguna su- 
maria instrucción complementaria." Y esto es lo que en casos como el 
cle la consulta debe hacerse cuando concurran las condiciones exigi- 
das por el referido articulo: pedir la suspensión del juicio y la práctica 
de diligencias suplementarias encaminadas á identificar de un modo in- 
dudable la persona del procesado y hasta los nióviles que le hayan podido 
impulsar a una sustitución inexplicable para en vista de su resultado 
procecler después á lo que corresponda. Desde luego, el mejor medio 
de evitar dificultad de tal naturaleza es allegar en el sumario todos los 
datos necesarios relativos A la identidad de los delincuentes, de manera 
que uda sobre r caber di este asw ito. 



Un resugo exenro ue ueciarar según la Ley y que a prsar ue su  pri- 
de declnwr. vilegio de exención, declaró en el sumario, ¿puede, alegando dicho 

Art, 4;-70?, privilegio, negarse á declarar en el acto del jnicio oral? 
(Zaragoza.) Contestada esta consulta en el número 19 de las insertas en la Ex- 

posición dirigida al Gobierno por el Fiscal del Tribunal Supremo en I 5 
de  Setiembre de 1883, nada tiene que hacer ahora la Fiscalía sino dar 
por reproducida aquella respuesta; advirtiendo solamente á los Fiscales 
que procuren en cada caso conciliar el derecho del testigo con el inte- 
rés de la justicia, y que la opinión expuesta en dicha ocasión no debe 
ser obstáculo á que el Fiscal sostenga la necesidad de que declare en 
juicio, el testigo cpe se halle en el caso de la consulta, cuando entienda 
que es asi necesario para el mejor éxito del juicio. El derecho renuii- 
ciado, cuando la renuncia ha producido cierto estado de cosas que 

la justick echo de c ~ u e d e  reivindicarse 5 mera 
1 del reni 

afecta á 
voluntac 

r y al der 
inciante. 

del a y ,  
d t  conclusiuii 
del sumario. 
- 

Art. 630. 
(Oviedo y 
Valencia.) 

Art. 655. 
(Oviedo.) 

) el dictr 

. . 
~mén fisc 

- .  
al fuera 

¿Pueae aecretarla el Tribunal, acordando aurinas id pracrica ue ui- 
ligencias por el mismo determinada, cuandc 
favorable á la contirmación de dicho auto? 

El art. 630 de la Ley preceptúa que, transcurrido el plazo conce- 
dido por el 628 para que el ponente examine la causa ,el Tribunal dic- 
tará auto confirmando 6 revocando el del Juez instructorn que declaró 
concl~iso el siimario. Y el art. 631 deteriiiina que en el caco de revoca- 
ción, se devolver5 el proceso al Juez que lo remitió expresiindose las 
diligencias que hayan de practicarse. Como ningunc 
legales limita el derecho indudable del Tribunal, aun 
fuese de dictamen contrario á la revocación, claro e! 
decretarse por aquél siempre que la estimare procede-.-. 

de esto 
cuando r 
j que 6st 
ntp. 

S textos 
:1 Fiscal 
a puede 

Continuación Existiendo en un proceso varios procesados, y estando unos confor- 
w~~:d"", mes y otros no, con la acusación, ¿debe continuar el juicio respecto á 

<le 10s todos 6 sólo en cuanto d los que hubieren expresado su disconfor- 
pracerndor midad? 

~ 5 t h  
coniorine Disponiendo el párrafo 4 . 0  del art. 655 de la Ley que COI 
con la Icusación, juicio cuando no todos los procesados hubieren hecho presente _- --.. 

formidad, y no estableciendo distinción alguna, el juicio debe continuar- 
se respecto de todos. Y en tal concepto el Fiscal sostendrá en caso se- 
mejante este criterio, preparando, para cuando no fuere aceptado por 
el Tribunal, el oportuno recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, fundado en el caso 2.0 del art. 912. 

itinúe el 
$12 rnn. 



uaao ei texso aei art. 715 &ha lugar á pedir el procesamiento de F ~ I J O  
un testigo que di6 falso testimonio en el sumario, si la causa se sobre- t"immiO. 
see antes d e  abrirse el juicio? ~ r t .  7 ~ 5 ,  

Las dudas en la aplicaci6n del mencionado articulo habian versado (Pamplona.) 

hasta ahora sobre la coiltradicci6n de las declaraciones prestadas en el 
sumario y en el juicio. En cuanto á ellas, véase la Circular de z del co- 
rriente mes, inserta en estos apéndices. Respecto al falso testimonio en 
causa criminal que no hubiere llegado al perfodo del juicio, no hay 
verdaderamente duda posible, porque ninguna Ley ha derogado ni mo- 
dificado las prescripciones del Código penal relativas á la materia. 

/+ s.: 

ción ̂ de 1 
Madi 

de un Tr. 
ir,. rla1:c- 

e acusacic 
iante que 
~rohibido 

lzada por 
menos g 

propuestc 

3 hecho E 
CP- mi 

' de  este ; 
n n..n nl . de delito 

YCllLV --IIUs 51m.L que fué 
objeto d Sn? puede  apreciarse en la sentenci: unstan- del que filé 

cio atenu no haya sido propuesta por las parte objeto., 
de acilsacion. 

Lo F por la Ley es que el Tribunal castigt ito más - 
grave que ei acusado, porque al hacerlo traspasaría los limites del jui- 
cio que están determinados por la acusación: para este caso, que sin Zaragora.) 

embargo puede ocurrir, concede la Ley en su art. grz, núm. 5.0, re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma. Pero dentro de la 
esfera tra la acusación, la Sala puede juzgar lit 
un delito rave y aun aplicar circunstancias aten 
hubiere 1 i; salvo siempre el derecho del Mini 
intemoner, cuanao lo considere justo. el recurso de casacion por inrrac- 

dey cona el art. 84 3-O Y 5.' 
.id 4 de L de 1884. 

Urge 

:dido por 
ietiembre 

19, en sus 
-SANTO 

números 
S DE ISAS 

hoy con 
o1 los Fi 
iresentacil 

7 , 3  

z una circ 
S? 

ie un del . , .. 

)remente 
uantes qu 
isterio pú . . 

y penar 
e nadie 
blico á - F 

.uL.-.L,,, ., ,LL,,~ fiscal g la inspeccidn de loa JUUW b12gLnta 
rios, imposible de ejercer la puntualidad, prontitud y cons- de los 
tancia que son precisas, p scales de las Audiencias. Por otra P~~;t~; ,e '  
parte, encomendada la  re]^ 6n del Estado en los asuntos civiles - 
de su interés en los Juzgaaos a los Fiscales municipales, resulta que ""2:: 
aun siendo ellos Letrados, no se presta en tan importante servicio todo ñl Oviedo. 



el celo y eficacia necesarios. Es,.pues, indispensable el restablecimiento 
de los Promotores fiscales, medirla que remediarfa los males indicados, 
completanclo el sistema actual. 

creación La actual policía, compuesta de elementos heterogéneos organiza- 
QO""" dos bajo diversos reglamentos y sometidos á Autoridades de distinto judicial. - orden, no presta, ni puede tampoco prestar toda la diligencia y todo 

el auxilio necesario en la captura de los delincuentes y averiguaci6n , Seriiia.) de los delitos. El Juez se encuentra completamente solo en la lucha 
que contra todo y contra todos tiene que entablar en cada caso, y sin 
ayuda de nadie ha de combatir todos los obstáculos que se le presentan 
para descubrir la verdad. 

Se hace,pues, preciso como complemento del actual sistema el esta- 
blecimiento de un Cuerpo de policía judicial, destinado sólo á este ser- 
vicio y obediente nada más que á las Autoridades de dicho orden. 

Scpanclon /l como m vitar los males que en la práctica del juicio oral 
dr: 10 r i \ l I  trae consigo FI I,UL LVS Jneces de instrucción encargados de conocer de 

y lo crttt~t~~al .  - los pleitos y ciiestiones de fndole civil no puedan dedicar á la instruc- 
(MaJlid, ción de los procesos la atención preferente que éstos reclaman, seria 
Ov« ila , z~~~~~~~ ) preciso, ante todo, separar la jurisdiccián civil de la criminal en la pri- 

mera instancia, como ya está en la segunda j y dotar á los Escribanos 
especialmente encargados de las causas, con sueldo fijo. Interin-no se 
haga esto, es imposible exigir más de lo que hoy hacen funcionarios re- 
cargados de trabajo y mal retribuídos. 

Inspaeeión Se ha ejercido personalmente sólo en casos muy graves: los testi- 
~urna~ ia i .  monios han sido el ,medio en general usado para llevar á cabo la ins- 

Al. pecci6n. La deficiencia de la Ley en este punto es palpable; porque la 
I>icetr. Rir-  inspección personal es siempre imposible en los momentos en que es 
eelona, 1:ia- 

goí, Corliña, más necesaria y oportuna, siendo además dificilisimo ejercerla con la 
Granada, asiduidad indispensable á.un buen resultado, porque ni las distancias 

13rie<lo, Pal- ,,, ,,,,,. en algunos casos, ni lanecesidad de atender A los demás asuntos de las 
rlalid Y Zara- Fiscalías, lo consienten. En cuanto ii los testimonios, ni son todo lo ex- 

~0,s . )  tensos que debieran, ni suelen ser remitidos por los Jueces de instruc- 
ción sino después de pasados los momentos siguientes á la perpetración 
de un delito, iinicos en los cuales podría ejercerse una inspección pro-. 
vecliosa. 



Remitido el sumario á la Audiencia por el Ju-z ii Art. 632 - en relación 
ría pasar al Fiscal para que por escrito emitiera dict; J con el G ~ F  
que declar6 concluso aquél, y por un otrosí manife !' (iiladrid y 
sobreseimiento 6 la apertura del juicio, pudiendo en este caso tormn- vniia<ioiici ) 
lar las conclusiones desde luego. 

De esta suerte podría suprimirse la vista prevenida en el art. 63í 
abreviando el procedimiento; y aun cuando no se suprimiera, constaría 
siempre las razones que tuvo el Fiscal para emitir su opini6n en uno .' 

;entido, c acontece 
O, por ate O, acude 
632, un 1 listinto d 

sa ai evacuar ei Drimer tra-iaao. 

otro S 
cuand 
ticulo 
- 9 

:osa que 
nciones d 
Funcionar 
r . ,  

hoy no 
le1 servici 
io Fiscal i , ,  

O." 

Y que F 
á la vista 
el que tol 

~structor 
lmen sob 
stara si p 

, se debe 
re el autc 
rocedia r 

reduce c 
prevenid 
n6 notas 

iificultade 
a en el ai 
de la cai- 

Según dicho artículo, del escrito de conclusiones del Fiscal se da ~ ' ~ i . 7 .  
traslado á la defensa del procesado; pero no se hace lo mismo con (Allincete )- 
aquél, respecto del escrito de conclusiones formulado por esta. Con- """"di - - 
vendría reformar el preceptolegal en este sentido; porque de este mod 
se evitarían los inconvenientes de no conocer el Fiscal hasta el act 
mismo del juicio las conclusiones.iie la defensa, ni el plan que ésta s 
lia trazado. 

Con alguna 
ción de un juic 

frecuenc 
io, por la 
en conc 
r.7 .. 

ia ocurre 
no comp; 
urrir. Po1 

la necesij 
wecencia 
Aria esto 

T.  . 

dad de si. 
de testigc 
remedia] . .  , 

ispender 1 
1s de esta 
rse , auto 
, -. 

la celebra 
clase, qu 
rizando + . : tardan mucho que W" " pcnndoí. Presidente del lriounai para que aispusiera ia rrasiacion por si mismo, - 

sin necesidad de impetrarla de la Dirección general de Establecimientos 
penales, como se hace hoy, en observancia de las disposiciones vi- 
gentes. 

E 
dido 
sable: 

S muy corto, y debería ampiiarse, ei termino de cinco dias conce- Art. - 649. 

por este artículo á los procesados y personas civilmente respon- ( ~ l ~ ~ ~ ~ ~ . )  
s para enterarse de las conclusiones liscales, y articular las prnebas. , 



Art. 730. Sucede con harta frecuencia, que testigos que prestaron en sumario 
No 

compaFecen. declaraciones de importancia y cuyo paradero se ignora, no comparecen, 
tia de 10s á pesar de ser en debida forma llamados, al juicio oral; aminorando su 
teStlgOE. 
- ausencia la prueba si es que no la hacen desaparecer del todo.-Dados 

(bfadrid los principios informantes del actual sistema de enjuiciar, las afirma- 
ciones hechas en el sumario, no son las que definitivamente consti- 
tuyen prueba si no se reproducen en el juicio: por lo cual puede darse 
el caso de existir en sumario, varios testigos que hubieran presenciado 
el hecho, y dado razón exacta de todo, y. cin embargo por no compa- 
recer luego en el juicio á pesar de las diligencias en su busca practi- 
cadas, pudiera dictarse la absolución del culpable. Para evitar esto, que 
sublevarla la conciencia, se hace aplicación del art. 730, y se leen en el 
acto del juicio las declaraciones de los testigos no comparecidos; pero 
es indispensable ordenarlo con más claridad á iin de evitar cualquiera 
duda. 

t .  7 Cuando ei riscai, o cuaiquiera de los defensores de los procesados, - 
(*lbacrre y. solicitare modificar sns conclusiones, debería suspenderse el acto del 

Burg~s.)  juicio, hasta el día siguiente, para dar tiempo á efectuar la modificación 
con la calma y frialdad de espfritu necesarias. 

Art. 743. ES necesario que se cumpla en cuanto á la redacción de las actas de - 
(Madrid y los juicios el precepto del art. 743, y disponer que en ellas se consig- 

Valladolid.) nen los resultados más salientes de las pruebas practicadas, para que 
así consten siempre algunas de las razones que han contribuido á for- 
mar la conciencia del Tribunal. 





que sepzdLz'ca en cu?~z+%?i17ziento de Lo #revenido en. da Circz~da~ de 15 de AAC>riL de 1884. 

e l r S d e ~ b i i l d e 1 8 S q .  
Albacete.. . . Impedir á los interventores la entrada El Alcalde de Villamalfa. Que si por los informes que pueda adquirir 1 1 en el Colegio electoral: haber adelaii- entiende que los hechos denunciados 

INSTRUCCIONES 

dadas por la Fircalia. 

Que formule la querella, en el supuesto de 
la  exactitud de los datos. ¡ 

nas que no votaron. 
5 Albacete.. . . Haberse constituído la mesa sin la asis- E l  Alcalde de Alfura. II I l Que si los informes que pueda adquirir co- 

tencia de cuatro intervenlores. rroboran la existencia del hecho, for- 

PERSONAS 
contra quienes se dirige la denuncia. 

El  Ayuntamiento de Casas de 
Ves. 

Albacete.. . . 
Albacete.. . . 

HECHO DENUNCIADO. 

Haber separado de sus cargos al Secreta- 
rio. Auxiliar y Portero del Ayuntamiento 

Número 
de 

orden. 

1 

Audiencia. 

Albacete.. . . 

G 

7 

8 

9 

10 

presentan caracteres de delito, forniule 
la correspondiente qiierella. 

Procede la querella, previa la debida iu- 
formación de los hechos. 

Idein ídein. 

tado la  hora de constituir la mesa; im- l pedii á un elector emitir su voto; y 
ottos abusos. 

Haber trasladado el Colegio electoral sin 
previo anuncio. 

No haber anunciado el día de la elección 
y figurar en las listas de votantes perso- 

Benavente., . 
Don Benito.. 

León. . . . . . 

Oviedo.. . . . 

Tineo. . . . . . 

E l  Presidente de la mesa elec- 
toral de Albarca. 

El Presidente é interventores 
de Forquera. 

Haber impedido á uu Notario levantar 
acta expiilsáudole del Colegio. 

Haber constituído la mesa antes de la 
hora marcada. 

Haber alterado las actas de elección ras- 
pándolas y enmendándolas. 

No haber designado para presidir mesas 
4 los Tenientes Alcaldes y Concejales 
que correspondía. 

La formación de listas para conipromisa- 
rios sin cumplir el art. 25 de la Ley 
electoral de 8 de Febrero de 1577. 

El Presidente de la mesa elec- 
toral de Micereses de Tera. 

E l  Presidente 6 interventores 
de la mesa de Santa Amalia. 

E l  Presidente é interventores 
en la elección de 1881 en 
la Sección de Valderas. 

E1 Alcalde de Tineo. 

E l  Aynntamiento de Navia en 
1.O de Enero de 1884. 

mide querella. 
Se aprneba la interposición de la querella. 

Qiie si las diligencias que se practiqiien á 
intancias del quertllante particular como- 
boran los hechos, formule por su parte 
la suya. 

Se npriieba la interposición de la querella. 

Que si de los informes que adquiera se co- 
rrobora la denuncia, formule la querella. 

Qiie no procede formular qiierella en este 
caso, por ser provisionales las listas. 

-1 



, TRIE SUPREMO. 

K E S U ~ ~ E N  de los asuntos despacñados por esta . 
1. 

Funcionarios que los han despachado. 
.JATURAI,EZA DE LOS ASUNTOS. 

PISC 
EL TENIENTE LOS ABOGhDOS 

i I S C 4 L  FISCALES. 

...... Recursos de casación in- Por el Ministerio fiscal. 1 324 ........ ......... \ terpuestos.. Por las otras partes.. 2 1 .M3 
.......................... ... Cr~rninnL Causas en dnica instancia. 3'7 ....................... Cuestiones de competencias.. 43 ............................ 1 Expedientes de indulto. 17 ..... ( Recursos de casación in- Por el Ministerio fiscal.. 40 

........ ..... ......... Ci7,il.. terpuestos. Por las otras partes. 197 ........................ ( Cuestiones de competencia.. 38 ....................... E~pedientes gubernativos y de la  Presidencia. 80 20 59 ........................ Idem de ejecución de sentencias extranjeras.. 1 
Inspección de siimarios á loi efectos del art 644 de la Ley de Enjuiciamiento ................................................... crimind. 17 
Inspección de causas de contrabando á los efectos del núm. 3.O del Real 

decreto de 28 de Noviembre de 1883. ........................... 103 

.................... 80 32 2.701 

O T R O S  TRABATOS.  

juntas CE ll cOm 

3 recibidos, 4.061; co 
j6. 

TOTALES. 

usas por delitos graves, 1914; exhortos cursados, 634; 





F I S C A L ~ A  DEL TRIBUNAL SUPREMO. 

RESUMEN de todos los asuntos, sin distinción de procedimientos, despachados por las Fiscalías de Audiencia de la Península 
é Islas adyacentes, desde 1." de Julio de 1883 á 30 de Junio de 1884, con expresión de los que quedan pendientes de despacho. 

112. ...... 
:iras.. .... 
nte...... 
..a-",":- 

o. ...... 
)S. ...... 
es....... 

la. ...... 
:a. ...... 
Benito.. . , 
ras. ...... 

oñedo. ... 
illa.. ..... 
a ........ 

ianca. .... 

zona..... 
1 ........ 



9 2  

REGISTRO DE PROLE~AUOS 

tia. Mes. 
-- 

(d La inscripciói~ se hará por orden alfabético determinado por el prinicr apellido, y si hubiera usado más de un 
nombre, se harán tantos asientos como nombres, refiriéndose ;i la primera inscripción. 

12) Se consiEnnrdn lis que se practiquen por el funcionarioencargado d d  regjstro y su resultado. 
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para la captura 
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GRSTIONES.  
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S -  - 
Gestiones practicadas 

y resultado COMETIÓ. - 
L O C A L I D M  

--___--- 

l 
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Y LUGAR EN QUE SE 
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FECHA 
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CAUSAS TERMINADAS POR INHIBIC10h 

ero 
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Orden 

JUZGADO 

DE PROCEDENC~A 
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DEL SUMARIO 

Eii In 

Audiencia 
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NATURALEZA DEL HECHO 
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---- 

I 

1 
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IBRE HECHOS CONSTITUTIVOS DE FALTA. 

MXRO DE PRESUNTOS REsVONSARLE~ II FECHA D T t  AUTO FIRME DI ZNHlDrCIOH 
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. . ~nmindnie i~ tc  Civilmente 

OBSERVACIONES 1 
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 DI^ ( hles. '1 

II 
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E S T A D O  - 
CAUSAS TERMINADAS 

(1) En los delitos contra la propiedad siempre ha  de hacerse tasación: en todos los casos en que no haya tasación 
se tornará por base dc cilciilo las responsabilidada civiles qiie de pedir condena se hubiera solicitado, menos cuando 
se apliquen los números r.O y 1.' del m. 637 ú el 1.O del 641. 
(2) Se llenará con el núrnemdcl art. 8.' del Código penal O con la disposición especid aplicada. 



POR SOBRESEIMIENTO. 

O B S E R V A ~ ~ ~ ~ ~ s ,  

I 
! 
I 

C O A N T I A  
UI: L A  

~ B ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ , ~ ~ ~ ~  CIVIL (1). - l 
~ ~ r a r l a .  Calculada. 
- - 

Pt-r. Cs. Ptas. CI. 

/ l 

PECHA DEL AUTO FIRSIE ! CLASE Y CAUSA DEL 

LIBRE. 
Números del artículo 637 de la  Ley 

Dia. 

SOERESEIMIENTO. 

PROVISIONAL. 
N.sáelart. 641 dela ley  

se lunda. 

Núni. 3 0  (2). 

Núm. delart.8del 
C."penal aplicada 

de E. C. en 
-7 

Núm. i.O 
- 

de 

N Ú ~ .  =.O 

SOBRBSBIMIRNTO. 

Mes. 

qiie sifnnda. 

Núm. 2.O 

-- 

E. C. en que 

N Ú ~ .  2.0 

Año. 

----- 



E S T A D O  
w 

(1 )  En loc delitos contra la propiedad siempre ha de hacerse tasación: en todos los casos en que no haya tasación 
se romará por base de ctlculo Ins responsabilidades civiles qiie de pedir condena se hubiera =licitado. 

CAUSAS ARCHIVA1 'OR 

Núrneia 
JUZGADO 

orden DE PROCEDENCIA 

l 

l 
NATURALiLr.,. "ECHO 

l 

FECHA 

D1a 

~ inrrno  oaL 

En el 

Juzgado. 

su?i~nro. 

En la 
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DE LAINCOACI~N. 

Mes Año. - 



RESUNTOS 
-- 

Crimi- 
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